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PONENCIA PARA PRIMER DEBATE  
AL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 

NÚMERO 01 DE 2013 SENADO
por medio del cual se introduce un sistema mixto 
de representación en el Congreso de la República 

y se dictan otras disposiciones.
Bogotá, D. C., 1° de octubre de 2013
Senador
JUAN MANUEL GALÁN PACHÓN
Presidente
Comisión Primera Constitucional Permanente
Senado de la República
Ciudad
Referencia: Informe de ponencia para primer 

debate al Proyecto de Acto Legislativo número 01 
de 2013 Senado.

Respetado señor Presidente:
De conformidad con lo dispuesto en el artícu-

lo 156 de la Ley 5ª de 1992, con toda atención, 
me permito presentar informe de ponencia para 
primer debate al Proyecto de Acto Legislativo 
número 01 de 2013 Senado, por medio del cual 
se introduce un sistema mixto de representación 
en el Congreso de la República y se dictan otras 
disposiciones, para lo cual fui designado por la 
honorable Mesa Directiva de la Comisión Prime-
ra, ponencia que se sustenta en los siguientes tér-
minos:

I. Antecedentes
El presente proyecto de acto legislativo es de 

-
norables Senadores John Sudarsky, Jorge Londo-
ño, Félix Valera, Rodrigo Romero, Juan Lozano, 
Camilo Sánchez, Juan Mario Laserna, Jesús Igna-

cio García, Juan Manuel Galán, Eugenio Prieto, 
Hernán Andrade, Aurelio Iragorri, Roy Barreras, 
César Tulio Delgado, Edinson Delgado y los ho-
norables Representantes Ángela María Robledo, 
Carlos Amaya, Alfonso Prada, entre otros, quie-
nes lo radicaron ante la Secretaría General del Se-
nado de la República el día 30 de julio de 2013. 
La publicación del proyecto se efectuó en las Ga-
ceta del Congreso número 572 de 2013. El citado 
proyecto fue enviado a la Comisión Primera de 
la Cámara el día 30 de julio de 2013, siendo reci-
bido en la Comisión Primera de Senado el 13 de 
agosto de 2013 y enviado al suscrito ponente para 
informe de ponencia para primer debate mediante 

Mediante proposición con fecha quince (15) de 
agosto de 2013, la comisión aprobó la celebración 
de una audiencia pública el jueves doce (12) de 
septiembre del año en curso.

II. Objeto y contenido del proyecto de ley
El proyecto presentado tiene como objetivo 

“la introducción de un sistema mixto de represen-
tación en el Congreso de la República”, con dos 
tramos simultáneos: de un lado uno mayoritario 
compuesto por Distritos Uninominales (DUN) de 
elección mayoritaria y, por otro lado, uno propor-
cional, consecuencia de listas cerradas y ordena-

se busca compensar a aquellos partidos que en los 

para adquirir una curul, siendo aún más participa-
tivo el sistema.

Señala el texto del proyecto presentado que 
la iniciativa es el resultado de un extenso deba-
te al interior de la mesa de Unidad Nacional, así 
como de un amplio periodo de interlocución con 
la sociedad civil, la academia y miembros de los 
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otras Ramas del Poder Público, que entregó como 
resultado el enriquecimiento, publicidad y debate 
de la propuesta con la que se busca resolver, entre 
otros problemas, la necesidad de una relación más 
estrecha entre los miembros del Congreso y sus 
electores, y la creación de mecanismos de rendi-
ción de cuentas.

cuerpo normativo propuesto está organizado en 
once artículos:

Constitución Política.
2. Un artículo nuevo a la Constitución Política.
3. Un artículo sobre pedagogía.
4. Un artículo con la vigencia del acto legisla-

tivo.
III. Consideraciones frente al proyecto de ley

Los sistemas electorales determinan el com-
portamiento tanto de los elegidos como de los 
electores. Muchas de las costumbres electorales 
por las cuales el Congreso y los partidos han 
sido criticados por la opinión y la ciudadanía son 
consecuencias lógicas del sistema electoral. To-
davía teóricos y políticos mantienen la búsqueda 
de la fórmula de proporcionalidad perfecta que 
corrija los grandes problemas en los sistemas 
electorales.

Dentro de los límites inherentes a las eleccio-
nes como instrumentos de elección colectiva, la 

electorado con los representantes, el objetivo son 
-

dad entre los votos y los escaños. Se trata de dos 

-
mas electorales mayoritarios y la proporcionali-
dad es asociada (obviamente) con representación 
proporcional, Es debido a estas presiones com-
pensatorias que un sistema mixto es propenso a 

1.
Durante la época de la posguerra el sistema 

electoral mixto fue casi exclusivo de Alemania, 
empero, en la década de los noventa esta visión 
comenzó a ser más atractiva para otros países. 
Después de la caída del muro de Berlín y la di-
solución de la Unión Soviética, varias demo-
cracias establecidas empezaron reconsiderar la 
eficacia de su sistema, y las nuevas democra-
cias emergentes del este de Europa iniciaron la 
búsqueda de sistemas electorales que pudieran 
contribuir a la estabilidad de los regímenes na-
cientes. En este punto, los diseñadores institu-
cionales mostraron especial interés en los sis-
temas electorales mixtos, precisamente porque 
el híbrido entre distritos uninominales y listas 
1 

the move lo mixed-member systems. Electoral Studies 
[serial online]. n.d.;20:173-193.

proporcionales combinaba las características 
deseables de los sistemas mayoritarios y pro-
porcionales.

Es así como en varios países se inició la sus-
titución del sistema mayoritario por un sistema 
mixto que obedeciera más a las necesidades de 
una verdadera representación en los diferentes 
parlamentos del mundo2. El sistema electoral 
mixto implementado por Alemania empezó a re-
plicarse en países como: Nueva Zelanda, el Par-
lamento escocés, la Asamblea Nacional de Gales, 
Venezuela, Croacia, Corea del Sur, Italia, Israel, 
Rusia, Hungría, Bolivia, México, Ucrania, Ja-
pón y actualmente reformadores canadienses han 
sugerido la adopción del sistema mixto para su 
país3.
2 MILNER, H. Steps Toward Making Every Vote Count: 

Electoral System Reform in Canada and its Provinces. 
Broadview Press, Peterborough. (Ed.), 2004. 

3 México: Desde 1988 se aplica un sistema mixto con 
dominante mayoritario, consagrado en la Constitución 
de este país en sus artículos 52 y 56, donde se eligen 
trescientos (300) diputados en sendos distritos uninomi-
nales y doscientos (200) de representación proporcional 
en cinco (5) circunscripciones plurinominales. El umbral 
establecido para participar en la distribución de los di-
putados de Representación Proporcional es el uno punto 
cinco por ciento (1.5%) de la votación nacional. En este 
caso existe un tope máximo de diputaciones para el par-
tido mayoritario, que teóricamente puede implicar que el 
sistema pierda su capacidad para hacer equivalentes las 
proporciones de votos y de curules de cada partido. Ac-
tualmente, en este país no existe reelección inmediata de 

las prácticas de fraude electoral. El país viene adecuan-

ciudadanos, garantizando procesos limpios en los que se 
respetan las preferencias electorales.

 Alemania: En este caso en concreto, la mitad de los seis-
cientos cincuenta y seis (656) miembros de la Asamblea 
Federal se eligen en sendos distritos uninominales por 
mayoría simple. La otra mitad se elige por representa-
ción proporcional en circunscripciones equivalentes a 
los estados federados. Así, a cada estado le corresponde 
un número de diputados de RP igual al número de dis-
tritos uninominales que lo conforman. En la distribución 
de las diputaciones de representación proporcional parti-
cipan todas las listas que hayan alcanzado más del cinco 
por ciento (5%) de la votación de la circunscripción. Una 
de las características más publicitadas del sistema mixto 
alemán es la equivalencia entre los votos y las curules de 
cada partido. La forma en que está diseñado este sistema 
pretende ajustar, de la manera más exacta posible, las 
proporciones de votos y de curules de cada partido, por 
lo que en cada entidad federada se elige exactamente el 
mismo número de representantes de mayoría relativa y 
de representación proporcional.

 Nueva Zelanda: En Nueva Zelanda la cuenta de los 
asientos alcanzados para cada partido es calculada por la 
sustracción del número de asientos por distrito que cada 
partido gana del total de número de asientos de la lista de 
partidos para los cuales tienen derecho. Los asientos de 
la lista de partidos, por lo tanto, son usados para corregir 
cualquier injusticia en la pluralidad del sistema uninomi-
nal pluralista o mayoritario de asientos.

 Camerún: Este país tiene un peculiar sistema mixto para 
elegir a los ciento ochenta (180) miembros de su Asam-
blea Nacional: una parte se elige por mayoría simple en 
distritos uninominales. Otra, por mayoría absoluta en 
circunscripciones plurinominales. Si ninguna de las lis-
tas obtiene mayoría absoluta, se le asigna la mitad de 
los escaños o curules a la lista más votada y el resto se 
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Los sistemas electorales mixtos son consi-
derados por algunos como “lo mejor de ambos 
mundos” (Shugart and Wattenberg, 2001), se 
han convertido cada vez más en un popular me-
dio de elecciones de las asambleas legislativas. 
Estos sistemas son atractivos, ya que combinan 
las ventajas de la representación única (Distritos 
Uninominales) junto con el distrito de representa-
ción proporcional (tramo proporcional), y ayudan 
a compensar las desventajas asociadas con cada 
tipo de sistema, tanto en términos de voto estraté-
gico como en los efectos mecánicos en la conver-
sión de votos en escaños4.

Los sistemas de estas características, depen-
diendo del país, presentan una gran variedad en 
cuanto a la fórmula mayoritaria utilizada, el um-
bral legal y la magnitud media de la circunscrip-
ción en el sector proporcional, número de votos 
que la ciudadanía emite y el porcentaje total de 
escaños elegidos en cada nivel5.

Como bien lo señala la Red especializada de 
conocimientos electorales ACE, bajo un siste-
ma electoral mixto, las diferentes fórmulas son 
usadas simultáneamente para ubicar las curules 
de una sola elección. Entre los países con siste-
mas electorales mixtos, existen variaciones en la 
proporción de curules elegidas por distritos y la 
proporción de elegidas por lista de partidos. Hay 
también variaciones en el esquema de votación –
mayoritario o pluralista– adoptado para distritos 
electorales. Y más importante, hay variaciones en 
las relaciones entre los asientos por distritos y los 
asientos por lista de partidos6.

En Colombia, resulta vital la consolidación de 
la relación de los partidos con los territorios, el 
candidato y el ciudadano, además de incentivar 
la creación de las estructuras políticas y sociales 
que soporten la descentralización y la regionali-
zación. Esto permitirá avanzar en el desarrollo de 
la Ley de Ordenamiento Territorial y responder 
ante el clamor ciudadano de integración de áreas 
regionales.

distribuye entre las demás listas por representación pro-

distribución de escaños proporcionales es el 5% de la 
votación.

 Croacia: Los croatas aplican una variante con domi-
nante mayoritario. Sesenta y cuatro (64) miembros de 
la Cámara de Representantes son elegidos por mayoría 
relativa en distritos uninominales, mientras que los se-
senta (60) restantes se eligen en una sola circunscripción 
nacional por el método D’Hondt. El umbral para parti-
cipar en la distribución es del tres por ciento (3%) de la 
votación nacional.

4 BAWN, K. Voter responses to electoral complexity: 
ticket-splitting, rational voters, and representation in the 
Federal Republic of Germany. British Journal of Politi-
cal Science 29, 1999. p. 487-505.

5 KOSTADINOVA, Tatiana. 2002. “Do mixed electoral 
systems matter? A cross-national analysis of their effects 
in Eastern Europe”, Electoral Studies, 2002. p. 21:23-
34.

6 Tomado de la página web http://aceproject.org/main/es-
panol/bd/bda01c.htm

de acto legislativo que se expone en esta ponen-
cia, es importante señalar cuatro principios recto-
res para una reforma electoral; ellos son7:

1°. Principio de representatividad. Los siste-
-

tes políticas; hay una relación causal del sistema 
electoral con el número de colectividades. Los 
sistemas obligan a los partidos de un país a ade-
cuar sus estrategias para responder con éxito a los 
incentivos del sistema electoral.

-
mente representativo para dar voz y escaños a to-

esta forma, el Congreso Nacional debe dar cabi-
da a las diversas corrientes políticas y reproducir, 
de una forma más o menos equilibrada, el peso 
relativo de las distintas fuerzas políticas”8.

El principio de representatividad busca que el 

partidos políticos que existen en la sociedad.
2°. Principio de gobernabilidad. En oposición 

al principio de la representatividad, el principio 
de gobernabilidad busca facilitar la formación de 
un número reducido de bloques (o partidos) en el 
Congreso. En ese sentido, a menor cantidad de 
actores existe una mayor probabilidad de que se 
formen mayorías estables y coaliciones que lo-
gren que las iniciativas legislativas se conviertan 
en leyes.

Para obtener más gobernabilidad, se debe re-
ducir el número de partidos políticos. Hay autores 
que sostienen que la ausencia de representatividad 
puede constituir un factor debilitante de la gober-
nabilidad, pero existe consenso en que la excesiva 
representatividad produce resultados adversos en 
términos de gobernabilidad.

3°. Principio de competencia. No hay democra-
cia sin competencia, es necesario asegurar que se 
evalúe en forma regular y periódica las institucio-

-
petencia en aquellos ámbitos donde falta. Similar 
a una especie de tribunal de la libre competencia, 
nuestro sistema democrático debiera contemplar 
mecanismos que promuevan la participación.

4°. Principio de transparencia. Los sistemas 
electorales deben estar constituidos por reglas y 
procedimientos simples y claros, que las leyes 
electorales sean fáciles de entender. Mientras más 
complejas sean las leyes lectorales, mayores ba-
rreras de entrada existirán para que la población 
participe de tal forma que entienda el sentido de 
7 RUBANO LAPASTA, Mariela. “La reforma del sistema 

electoral chileno”. Centro de Estudios Constitucionales 
de Chile, Universidad de Talca, 2007.

8 NAVIA LUCERO, Patricio. Principios rectores para una 
reforma electoral (2006), Santiago, Chile. Referencia 
electrónica 2006, Expansiva. Recuperado el 1° de junio 
de 2007 de www.expansiva.cl
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su voto. Mientras más simple sea el sistema, más 
fácil será para los electores saber el efecto margi-

escaños9.
Un sistema electoral otorga igualdad de opor-

tunidades a todos los votantes en la medida en que 
reduce las posibilidades para que ciertos grupos 
de votantes se comporten estratégicamente de 

transforman en escaños. Pero no es este el único 

Para los ciudadanos: La elaboración de una 
teoría de la ciudadanía moderna, adecuada a las 
realidades de nuestro tiempo, supone saber quién 
es su representante y a quién llamar a cuentas, es-
tructurando con claridad la relación directa entre 
el representante y la ciudadanía. Si además se es-
tructuran los procesos de participación, especial-
mente en cuanto a la planeación, en los que los 
ciudadanos tengan también que enfrentarse a los 
dilemas de inversión en el desarrollo, se generaría 
la tan ansiada racionalidad colectiva, para así sa-
ber sobre qué llamar a cuentas a su representante.

Además, se lograría eliminar una fuente de di-
solución de la representación como consecuencia 
de circunscripciones muy amplias con voto pre-
ferente. Los distritos uninominales y los procesos 
de selección de candidatos por partido contribu-
yen a generar responsabilidad de los partidos y 
de los candidatos en listas cerradas y ordenadas. 
El candidato y partido debe “suponer a sus des-
tinatarios capacidad de responder de sus actos, 
esto es, autonomía y veracidad, tanto frente a sí 
mismo como frente a los demás”10, esto aumen-
taría la legitimidad del Congreso de la República 
frente a la ciudadanía. Implementar este sistema 

-
trito uninominal se debe elaborar uno con un solo 

-
vo de ciudadanos). Así, el tarjetón permitiría la 

Para los partidos: Al analizar el desarrollo de 
los partidos se ha visto cómo estos han sido un 
instrumento importante, si no el principal, a tra-
vés de los cuales grupos sociales siempre en au-
mento se han introducido en el sistema político y 
cómo, sobre todo por medio de los partidos, esos 
grupos han podido expresar de manera más o me-
nos completa sus reivindicaciones y sus necesi-

en la formación de las decisiones políticas11. Este 
sistema nos permitiría acercarnos cada vez a una 
9

tarjetón electoral. Un tarjetón simple que le permita al 
elector saber por quién deposita efectivamente su voto.

10 HABERMAS, Jürgen, Teoría de la acción comunicativa: 
complementos y estudios previos. REI-México, 1996, p. 
66.

11 “BOBBIO Norberto, MATTEUCCI. DICCIONARIO DE 
LA POLÍTICA, ED, SIGLO XXI. MADRID 1982. P. 30.

verdadera representación y fortalecimiento de los 
partidos políticos; el hecho de que cada partido 
deba escoger un solo candidato para entregarle 
el aval en cada Distrito Uninominal, obliga a los 
partidos a fortalecer sus organizaciones territoria-
les. Si el proceso de escogencia se hace de forma 
amplia y democrática, estos procedimientos de 
selección le darán mayor legitimidad.

Además los partidos deben cerciorarse de es-
coger cuidadosamente a sus candidatos, asegurán-
dose de que cuenten con respaldo popular. El can-
didato, por su parte, debe compartir la ideología 
y la orientación programática de los partidos; ello 
les facilitará a los ciudadanos tener más certeza 

intereses. Es importante resaltar que la propuesta 
que se presenta se ha preferido que los mecanis-
mos de selección sean una parte importante de la 
oferta democrática de cada partido, contribuyen-
do a la competencia entre ellos.

Para los candidatos, la principal ventaja es la 
reducción de los costos de campaña. Cuando las 
campañas, generalmente por voto preferente, se 
hacen en un territorio grande, como por ejemplo 
Antioquia, el esfuerzo de cada candidato implica 
que debe incurrir en gastos en todo el departa-
mento, aun cuando en la buena parte de los casos, 
el caudal electoral de los elegidos se concentra en 

más pequeño permite adicionalmente que cada 

posicionarse individualmente y no, como sucede 
hoy en día, que debe posicionar un número y un 
logo, lo que hace más difícil informar o asociar a 
una gestión, logros, propuestas, entre otros facto-
res que hacen más efectiva la representación. Este 
aspecto contribuye a disminuir los votos perdidos 
o anulados por error al marcar12.

Este sistema también ayudará al elegido a iden-
-

ridades que tienen, para así ser más efectivo en la 
representación y en la rendición de cuentas13. “La 
participación se representa en un primer momento 
con el ejercicio del voto, este es el primer paso; 
en segundo lugar y también muy importante es 
el seguimiento que se les da a los representantes, 
ya que suponen estar capacitados para desempe-
ñar un cargo público en servicio de los intereses 
de quienes los han elegido pero al mismo tiem-
12 En las elecciones del Congreso colombiano en 2010, la 

complejidad del tarjetón electoral dio como resultado 
una abstención del cincuenta y seis por ciento (56%); de 
las 29’861.699 personas que podían ejercer el derecho al 
sufragio, tan solo 13’191.277 personas votaron. La suma 
de los votos nulos y las tarjetas no marcadas en Cámara 
de Representantes alcanzó los 2’063.718 de votos y en 
Senado los 2’057.131 de votos, lo que equivale al 14% 
de los votos sufragados.

13 El pueblo, quien eligió a sus representantes, es quien 
debe juzgar si el legislador cumplió cabalmente con su 
responsabilidad y, si así fuere, entonces en el sufragio 
encontrará los mecanismos de expresión del mandato de 
la voluntad de sus electores. 
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po también de quienes no votaron por ellos”14. 
Este proyecto podrá dar un paso a la solución al 

y rendición de cuentas que tiene el actual sistema 
electoral.

Uno de los más importantes es que los distritos 
uninominales están compuestos por unidades se-
mejantes de población en todo el territorio nacio-
nal, lo que obliga que todos los territorios estén 
representados.

Finalmente, y buscando contextualizar el pro-
yecto a la realidad que vive el país, ante la posi-

un acuerdo de paz, es menester hacer mención a 
la columna publicada por uno de los autores del 
proyecto, la cual se transcribe a continuación:

“Sobre la propuesta Electoral de las Farc
Las Farc presentaron recientemente ante la 

opinión pública una primera propuesta de refor-
ma electoral, dentro del punto de participación-
política que se negocia en La Habana. Es necesa-
rio revisar esta y las consecuencias que tendría. 
Proponen sustituir la Cámara de Representante 
por una Cámara Territorial, aunque no sabemos 
cómo serían estos territorios al interior de los 
departamentos y Bogotá. Si los territorios siguen 

propuesta, el cambio de nombre de la Cámara 
es tan solo nominal. Cada departamento tendría 
cuatro representantes que pareciera se elegirían 
de igual forma que hoy en día, con voto preferente 
de listas de partido, con todos los vicios de clien-
telismo y corrupción del sistema actual.

La disyuntiva aquí es si se los representantes 
se elegirían por listas de partido o por candida-
tos únicos por partido en territorios subdepar-
tamentales, a lo cual he hecho referencia en mi 
propuesta de un Sistema Electoral Mixto con op-
ción de Distritos Uninominales. Esta alternativa 
permite que los habitantes del territorio sepan 
quién es su representante y llamarlo a cuentas (la 
representación).

En la propuesta de las Farc, la Cámara se 
compondría de 132 representantes por departa-
mentos, a lo que se agregarían otras 20 curules 
para tratar de proporcionar la relación entre vo-
tos y curules (la proporcionalidad) en aquellos 
departamentos con mayor población. La propues-
ta trae otros elementos tales como cinco curules 
para cada una de las poblaciones especiales, 
indígenas, campesinos y afrodescendientes, dos 

Circunscripción de Paz donde parece ser que las 
Farc determinaría sus representantes en número 

los acuerdos.
14 SARTORI, GIOVANNI, El futuro de la democracia \ 

Suite101.net http://suite101.net/article/giovanni-sarto-
ri-el-futuro-de-la-democracia-a42173#ixzz25Qip9fND.

Veamos qué sucede con el tema básico de la 
proporcionalidad: ¿Cuántos habitantes se repre-
sentarían por curul? La población total de Co-
lombia dividida por las 132 curules daría apro-
ximadamente 361.000 habitantes por curul a la 
Cámara. Como son cuatro por departamento, la 
población máxima de un departamento para ob-
tener solo cuatro curules sería de 1’444.000 ha-
bitantes, lo que cubriría todos los departamentos 
menos una lista de nueve departamentos y Bogo-
tá. Es a estos a los cuales se les deben repartir las 
20 curules para compensar por población que, 
descontada la de las cuatro curules reglamenta-

sea 916.000 población adicional para cada cu-

adicionales, Antioquia cinco, Valle tres y Cundi-
namarca, Atlántico, Bolívar y Santander tendrían 

la proporcionalidad entre los votos depositados 
en un territorio, y las curules obtenidas en ese te-
rritorio/departamento? En este caso utilizaremos 

los efectivamente depositados que son muchos 
menos.

-
rían 205.693 votos para elegir un representante. 
Pero, para marcar los extremos, en Bogotá se re-
querirían 456.000 votos para elegir una curul a 
la Cámara y en Vaupés 4.621. Un voto en el Vau-
pés elegiría cien veces lo que un voto en Bogotá.

En síntesis, lo propuesto agravaría el proble-
ma de proporcionalidad que corrigió la introduc-
ción de la cifra repartidora al eliminar cocientes 
y residuos, en una magnitud de cinco veces. Esto 
sin tomar en consideración la desproporción adi-
cional que introduciría la elección de las curules 
de afros, indígenas y campesinos, que se conta-
rían dos veces en el territorio y en estas circuns-
cripciones especiales.

Queda el problema de la representación. La 
suposición básica de la propuesta es que, si se 
aumenta la proporción de representantes de un 

-
cursos. Pero la realidad en Colombia es que ya 
hoy en día existe una sobrerrepresentación del 
sector rural en el Congreso, sin que haya teni-
do el efecto que se asume en la propuesta de las 
Farc. ¿Por qué? Porque hoy en día esta es una 

elegido, nutrida por la predación que este hace 
de los recursos del Estado, y no la representación 
pública y colectiva de los habitantes de un terri-
torio.

En ocho años los candidatos de las Farc van 
a estar en la misma dinámica clientelista. Ade-
más de otros efectos adicionales. Imaginémonos 
el incentivo que se tendría en el Vaupés para com-
prar votos: los 4.621 votos potenciales se dividen 
entre nueve partidos, cada uno con una lista de 
cuatro curules, da 128 votos en promedio, a lo 
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que se suma una abstención promedio de 56%. 
La imaginación alcanza para entender que se-
guramente se incentivaría la compra de votos a 
precios incluso más altos que los hoy existentes, 
fraccionando políticamente el departamento, en 
contravía de la construcción de una verdadera 
representación colectiva en el Vaupés y así en 
otros departamentos.

No se ve muy bien cómo la propuesta ayuda a 
transformar las costumbres electorales del país. 
No sé si las Farc tengan en su radar la problemá-
tica de la representación, deberían. No sea que 
esta oportunidad histórica de ayudar a cambiar a 

-
cien a las Farc”15.

IV. Audiencia pública
La audiencia pública fue solicitada por el po-

nente mediante Proposición número 04 el día 13 
de agosto, según consta en el Acta número 2 y 
aprobada por el pleno de la comisión el mismo 
día.

Siguiendo el artículo 51 de la Ley 134 de 1994 
que consagra “En el trámite de todo proyecto de 
ley cuyo tema sea el de la participación política en 
todas sus formas o el de la organización electoral, 
será escuchado el concepto de las fuerzas de opo-
sición, para lo cual se realizarán audiencias públi-
cas hasta por ocho días”, a dicho evento fueron 
convocados representantes de los diferentes parti-
dos y movimientos políticos, así como miembros 
de organizaciones cuyo objeto se asocia con la 
iniciativa y ciudadanos16.

Pese a que ningún ciudadano se inscribió con 
la totalidad de los requisitos de la resolución, el 
doce (12) de septiembre de dos mil trece (2013) 
se escuchó a las diferentes personas que se hicie-
ron presentes en las instalaciones de la Comisión 
Primera de Senado, lo anterior, siguiendo el espí-
ritu deliberativo que debe caracterizar la función 
legislativa.

En dicho espacio intervinieron en su orden, 
Carlos Géchem, Viceministro de Relaciones Po-
líticas del Ministerio del Interior; Ómer Calderón 
en su calidad de Presidente de la Unión Patriótica; 
Claudia López Analista Política; Albeiro Santana 
Pinzón, de la Red de Veedurías; Andrea Ortiz, del 
Centro Toledo para la Paz; Henry Gómez Nieto, 
ciudadano; Juan Manuel Charry, abogado cons-
titucionalista; Marta Lucía Ramírez, candidata 
presidencial por el Partido Conservador Colom-
15 Esta columna fue publicada en diferentes medios de co-

municación impresos y digitales como El Tiempo, La 
República, Kienyke, El Mundo, Vanguardia, El Heraldo 
y Semana.com

16 Artículo 230 de la Ley 5ª de 1992: “Observaciones a 
los proyectos por particulares. Para expresar sus opi-
niones toda persona, natural o jurídica, podrá presentar 
observaciones sobre cualquier proyecto de ley o de acto 
legislativo cuyo examen y estudio se esté adelantando en 
alguna de las Comisiones Constitucionales Permanen-
tes”.

biano; Ómar García, miembro de la Federación 
Colombiana de Municipios; Carlos Enrique Soto, 
en su calidad de Senador de la República; Devi-
son Aristizábal, José Luján y Marco Antonio Bus-
tos, ciudadanos.

De las citadas intervenciones se destaca el apo-
yo constante al proyecto por parte del gobierno y 
de la ciudadanía, quienes ven en el proyecto una 
alternativa viable para mejorar el sistema electo-
ral colombiano, mejorar la relación entre el repre-
sentante y el representado e incorporar una rendi-
ción de cuentas efectivas.

Frente a la sugerencia del Senador Enrique 

candidatos elegidos en los DUN, es pertinente se-
ñalar que no acogemos dicha propuesta. Lo ante-

ha sido ampliamente socializado al interior de los 
diferentes partidos bajo el articulado que se pre-
senta en esta ponencia, y para evitar la introduc-
ción de vicios superados por su mala reputación. 
Con esta iniciativa se instaura un proceso gradual 
de representación, que genera un riesgo menor 
que el escenario de una suplencia. Finalmente, se 
trata de un incentivo para el partido, para forta-
lecerlo y para que este se responsabilice con sus 
candidatos.

V. Proposición
De acuerdo con las anteriores consideraciones, 

me permito rendir ponencia positiva al Proyecto 
de Acto Legislativo número 01 de 2013 Senado, 
por medio del cual se introduce un sistema mixto 
de representación en el Congreso de la República 
y se dictan otras disposiciones, y en consecuencia 
solicito respetuosamente a la Comisión Primera 
dar primer debate, de acuerdo con el texto conte-
nido en esta ponencia.

Cordialmente,
John Sudarsky R.,

Coordinador Ponente.
TEXTO PROPUESTO PARA PONENCIA 
DE PRIMER DEBATE AL PROYECTO  
DE ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 01  

DE 2013 SENADO
por medio del cual se introduce un sistema mixto 
de representación en el Congreso de la República 

y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. El artículo 132 de la Constitución 

Política quedará así:
“Los Senadores y los Representantes serán ele-

gidos mediante un sistema mixto de representa-
ción para un período de cuatro años, que se inicia 
el 20 de julio siguiente a la elección”.

Artículo 2°. El artículo 109 de la Constitución 
Política quedará así:
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y electoral de los Partidos y Movimientos Políti-
cos con personería jurídica, de conformidad con 
la ley.

Las campañas electorales que adelanten los 
candidatos avalados por partidos y movimientos 

-

con recursos estatales.
La ley determinará el porcentaje de votación 

También se podrá limitar el monto de los gas-
tos que los partidos, movimientos, grupos sig-

realizar en las campañas electorales, así como la 
máxima cuantía de las contribuciones privadas, 
de acuerdo con la ley.

a partidos y movimientos con personería jurídi-
-

dadanos que avalen candidatos, previamente a la 
elección, o las consultas de acuerdo con las con-
diciones y garantías que determine la ley y con 
autorización del Consejo Nacional Electoral.

Las campañas para elegir Presidente de la Re-
pública dispondrán de acceso a un máximo de es-
pacios publicitarios y espacios institucionales de 
radio y televisión costeados por el Estado, para 
aquellos candidatos de partidos, movimientos y 

-
lación cumpla los requisitos de seriedad que, para 
el efecto, determine la ley.

En las campañas electorales que se desarrollen 
en los distritos electorales de los que hablan los 
artículos 171 y 176, los candidatos podrán recibir 
aportes de particulares. En las campañas electo-
rales que se desarrollen en las circunscripciones 
proporcionales de las que tratan los mismos artí-
culos, dichos aportes podrán realizarse únicamen-
te a través de los partidos y movimientos políticos 

En todo caso, el partido o movimiento político 
-

sable de distribuir entre sus candidatos los apor-
tes, sean públicos o privados, que se reciban con 
miras a la campaña electoral. Esta distribución se 
hará de acuerdo a ley y a las reglas establecidas en 
los estatutos de cada organización.

Para las elecciones que se celebren a partir de 
la vigencia del presente acto legislativo, la viola-

campañas, debidamente comprobada, será san-
cionada con la pérdida de investidura o del cargo. 
La ley reglamentará los demás efectos por la vio-
lación de este precepto.

-
tivos de ciudadanos y candidatos deberán rendir 
públicamente cuentas sobre el volumen, origen y 
destino de sus ingresos.

Es prohibido a los partidos y movimientos po-
-

personas naturales o jurídicas extranjeras. Ningún 
-

tidemocráticos o atentatorios del orden público.

y movimientos políticos con personería jurídica 
ascenderá como mínimo a dos punto siete (2.7) 
veces la aportada en el año 2003, manteniendo su 
valor en el tiempo.

de los partidos y movimientos políticos con per-
sonería jurídica será por lo menos tres veces la 
aportada en el período 1999-2002 en pesos cons-
tantes de 2003. Ello incluye el costo del transporte 
del día de elecciones y el costo de las franquicias 

Las consultas de los partidos y movimientos 
-

ción mediante el sistema de reposición por votos 
depositados, manteniendo para ello el valor en 
pesos constantes vigente en el momento de apro-
bación de este acto legislativo”.

Artículo 3°. El artículo 134 de la Constitución 
Política quedará así:

“Los miembros de las Corporaciones Públicas 
de elección popular no tendrán suplentes. Solo 
podrán ser reemplazados en caso de muerte, inca-
pacidad física absoluta para el ejercicio del cargo, 
declaración de nulidad de la elección, renuncia 

-
ración, sanción disciplinaria consistente en des-
titución, pérdida de investidura, condena penal 
o medida de aseguramiento por delitos distintos 
a las relacionadas con pertenencia, promoción o 

participación democrática o de lesa humanidad o 
cuando el miembro de una Corporación pública 
decida presentarse por un partido distinto según 
lo planteado en artículo 107 de la Constitución 
Política.

En tales casos, el titular será reemplazado por 
el candidato no elegido que, según el orden de 
inscripción o votación obtenida, le siga en forma 
sucesiva y descendente en la misma lista elec-
toral.

Como consecuencia de la regla general esta-
blecida en el presente artículo, no podrá ser re-
emplazado un miembro de una corporación pú-
blica de elección popular a partir del momento 
en que le sea proferida orden de captura, dentro 
de un proceso penal al cual se le vinculare for-
malmente, por delitos relacionados con la perte-

humanidad. La sentencia condenatoria producirá 



Página 8 Miércoles, 2 de octubre de 2013 GACETA DEL CONGRESO  788

el partido al que pertenezca el miembro de la Cor-
poración Pública.

No habrá faltas temporales, salvo cuando 
las mujeres, por razón de licencia de materni-
dad deban ausentarse del cargo. La renuncia de 
un miembro de corporación pública de elección 
popular, cuando se le haya iniciado vinculación 
formal por delitos cometidos en Colombia o en 
el exterior, relacionados con pertenencia, pro-

-
canismos de participación democrática o de lesa 
humanidad, generará la pérdida de su calidad de 
congresista, diputado, concejal o edil, y no pro-
ducirá como efecto el ingreso de quien corres-
ponda en la lista. Las faltas temporales no darán 
lugar a reemplazos.

Cuando ocurra alguna de las circunstancias 
que implique que no pueda ser reemplazado un 
miembro elegido a una Corporación Pública, 
para todos los efectos de conformación de quó-
rum, se tendrá como número de miembros la to-
talidad de los integrantes de la Corporación con 
excepción de aquellas curules que no puedan ser 
reemplazadas.

Si por faltas absolutas, que no den lugar a re-
emplazo, los miembros de cuerpos colegiados 
elegidos por una misma circunscripción electoral 
quedan reducidos a la mitad o menos, el Gobierno 
convocará a elecciones para llenar las vacantes, 
siempre y cuando falte más de dieciocho (18) me-
ses para la terminación del período.

En los Distritos Uninominales, el reemplazo 
por muerte, incapacidad física absoluta para el 

-
da por la respectiva Corporación, se hará con el 
siguiente candidato no elegido de la lista propor-
cional nacional o regional que haya sido inscri-
to por el mismo partido o movimiento político o 

-
ponda.

En caso de nulidad de la elección, sanción dis-
ciplinaria consistente en destitución, pérdida de 
investidura, condena penal o medida de asegura-
miento por los delitos contemplados en el inciso 
primero de este artículo o cuando decida presen-
tarse por un partido distinto según lo planteado en 
el artículo 107 de la Constitución Política, el re-
emplazo lo realizará el candidato no elegido que 
haya obtenido la siguiente votación más alta en 
el respectivo distrito. En estos casos se realizará 
nuevamente el cálculo de la cifra repartidora para 
la circunscripción proporcional nacional o regio-
nal, según corresponda, descontando los votos del 
reemplazado”.

Artículo 4°. El artículo 171 de la Constitución 
Política quedará así:

“El Senado de la República estará integrado 
por cien miembros, cuarenta miembros por la 
Circunscripción Proporcional Nacional y sesenta 
miembros por Distritos Uninominales.

La Circunscripción Proporcional Nacional del 
Senado de la República será elegida de las listas 
cerradas ordenadas presentadas por los partidos y 

ciudadanos, de acuerdo al sistema de cifra repar-
tidora contemplado en el artículo 263A. No habrá 
voto preferente.

Habrá un número adicional de dos senadores 
elegidos en circunscripción nacional especial por 
comunidades indígenas.

La Circunscripción Especial para la elección 
de Senadores por las comunidades indígenas se 
regirá por el sistema de cuociente electoral.

Los representantes de las comunidades indí-
genas que aspiren a integrar el Senado de la Re-
pública deberán haber ejercido un cargo de au-
toridad tradicional en su respectiva comunidad 
o haber sido líder de una organización indígena, 

la respectiva organización, refrendado por el Mi-
nistro del Interior.

Los ciudadanos colombianos que se encuen-
tren o residan en el exterior podrán sufragar en 
las elecciones para Senado de la República. Los 
votos por ellos depositados contarán únicamente 
para la circunscripción proporcional nacional.

Parágrafo. Cada distrito uninominal del Sena-
do tendrá una población no inferior ni superior en 
una décima parte al resultado de dividir la totali-
dad de habitantes del censo poblacional vigente 
por sesenta.

Parágrafo transitorio. El presente artículo se 
aplicará a partir de las elecciones al Senado de la 
República del año 2018”.

Artículo 5°. El artículo 176 de la Constitución 
Política quedará así:

“La Cámara de Representantes estará integra-
da por ciento ochenta y dos miembros que se ele-
girán por circunscripciones territoriales departa-
mentales, distritos uninominales, circunscripcio-
nes proporcionales regionales, circunscripciones 
especiales y una circunscripción internacional.

Las circunscripciones territoriales departa-
mentales serán aquellas que tengan un número de 
población inferior al resultado de dividir la pobla-
ción del censo nacional vigente por el doble del 
número de entidades territoriales departamentales 
existentes. Cada una de ellas elegirá dos repre-
sentantes.

Habrá un mínimo de ciento nueve distritos uni-
nominales. El Tamaño Poblacional Modelo de un 
distrito uninominal de la Cámara de Representan-
tes resultará de tomar la población nacional según 
el censo poblacional vigente, restando la pobla-
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ción de aquellas entidades territoriales que consti-
tuyan circunscripciones territoriales departamen-
tales, dividida por el número vigente de distritos 
uninominales.

El número de distritos uninominales asignados 
a un departamento y al distrito capital será el re-
sultado de dividir la población del departamento 
o del distrito capital por el Tamaño Poblacional 
Modelo de un distrito uninominal.

El número de distritos uninominales asignados 
por el criterio de población corresponderá al ente-
ro obtenido de la división.

Para determinar los límites de cada distrito 
uninominal al interior de cada departamento o del 
distrito capital, se tomará el total de la población 
del departamento, dividido por el número de dis-
tritos uninominales correspondientes al departa-
mento. Ningún distrito uninominal podrá tener 
una población inferior o superior al cinco por 
ciento del resultado de esta división.

Las circunscripciones proporcionales regiona-
les distribuirán, como mínimo, cuarenta y cuatro 
curules. Dichas curules se elegirán de listas cerra-
das y ordenadas, presentadas por los partidos y 

ciudadanos para cada región, los cuales se asigna-
rán de acuerdo con el sistema de cifra repartidora 
detallado en el artículo 263A. No habrá voto pre-
ferente. La cantidad de curules asignadas a cada 
región será determinada de manera proporcional 
de acuerdo a su población, según el censo pobla-
cional vigente.

Las curules de las circunscripciones proporcio-
nales regionales se distribuirán únicamente entre 
las regiones con distritos uninominales.

La ley podrá establecer una circunscripción es-
pecial para asegurar la participación en la Cámara 
de Representantes de los grupos étnicos y de las 
minorías políticas.

Mediante esta circunscripción se podrán elegir 
hasta cuatro representantes.

Para los colombianos residentes en el exterior, 
existirá una circunscripción internacional me-
diante la cual se elegirá a un Representante a la 
Cámara. En ella solo se contabilizarán los votos 
depositados fuera del territorio nacional por ciu-
dadanos residentes en el exterior.

Parágrafo 1°. La organización electoral vela-
rá por la conservación de la relación porcentual 
entre curules por distritos uninominales y curules 
de la circunscripción proporcional regional esta-
blecida en el presente artículo. Para ello, cuando 
una circunscripción territorial departamental haga 
tránsito al régimen de distritos electorales, asig-
nará las curules de las antiguas circunscripciones 
territoriales departamentales al régimen de Distri-
tos Electorales, aumentando así el número de dis-
tritos uninominales, disminuyendo el de curules 
por circunscripción territorial departamental.

Parágrafo 2°. Los votos obtenidos en las cir-
cunscripciones territoriales departamentales no 
se tomarán en cuenta en el cálculo para la dis-
tribución de curules de las circunscripciones pro-
porcionales regionales, a menos que hayan hecho 
tránsito al régimen de distritos uninominales.

Parágrafo transitorio 1°. Mientras se crean las 
regiones como entidades territoriales, como lo au-
torizan los artículos 288 y 307 de la Constitución, 
las circunscripciones proporcionales regionales 
de este artículo coincidirán con las regiones geo-

Parágrafo transitorio 2°. El presente artículo se 
aplicará a partir de las elecciones a la Cámara de 
Representantes del año 2018”.

Artículo 6°. El artículo 261 de la Constitución 
Política quedará así:

“Las faltas absolutas serán suplidas por los 
candidatos que según el orden de inscripción, o 
de votación, en forma sucesiva y descendente, 
correspondan a la misma lista electoral, según se 
trate de listas cerradas o con voto preferente.

Parágrafo. En el caso de los distritos uninomi-
nales de los que tratan los artículos 171 y 176, se 
aplicará lo dispuesto en el parágrafo del artículo 
134”.

Artículo 7°. El artículo 263 de la Constitución 
Política quedará así:

“Para todos los procesos de elección popular, 
los partidos y movimientos políticos y grupos 

candidatos únicos, cuyo número de integrantes no 
podrá exceder el de curules o cargos a proveer en 
la respectiva elección.

Para garantizar la equitativa representación 
de los partidos y movimientos políticos y grupos 

corporaciones públicas se distribuirán mediante 
el sistema de cifra repartidora, entre las listas de 
candidatos que superen un mínimo de votos que 
no podrá ser inferior al tres por ciento (3%) de los 
sufragados para Senado de la República o al cin-
cuenta por ciento (50%) del cuociente electoral en 
el caso de las demás corporaciones, conforme lo 
establezcan la Constitución y la ley.

Cuando ninguna de las listas de aspirantes 
supere el umbral, las curules se distribuirán de 
acuerdo con el sistema de cifra repartidora.

La ley reglamentará los demás efectos de esta 
materia.

Las listas para corporaciones en las circuns-
cripciones en la que se eligen hasta dos (2) miem-
bros para la correspondiente corporación podrán 
estar integradas hasta por tres (3) candidatos. En 
las circunscripciones y distritos uninominales en 
los que se elige un miembro, la curul se adjudi-
cará al candidato que obtenga la mayor cantidad 
de votos en tal distrito. En las circunscripciones 
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en las que se eligen dos miembros se aplicará el 
sistema de cociente electoral entre las listas que 
superen en votos el 30% de dicho cociente.

Parágrafo. Las curules de la Cámara de Re-
presentantes, que no correspondan a las circuns-
cripciones territoriales departamentales, circuns-
cripciones especiales y la circunscripción inter-
nacional, se distribuirán entre los partidos y mo-
vimientos políticos que superen el cincuenta por 
ciento (50%) del cociente electoral regional, que 
se calculará teniendo en cuenta el total de votos 
en la región, dividido por la suma total de las cu-
rules correspondientes a los distritos electorales 
uninominales y a la circunscripción proporcional 
perteneciente a la región”.

Artículo 8°. El artículo 263A de la Constitu-
ción Política quedará así:

“La adjudicación de curules de las circuns-
cripciones proporcionales de Senado y Cámara 
de Representantes y de las demás corporaciones 
públicas se hará por el sistema de cifra repartido-
ra. Esta resulta de dividir sucesivamente por uno, 
dos, tres o más el número de votos obtenidos por 
cada lista, ordenando los resultados en forma de-
creciente hasta que se obtenga un número total de 
resultados igual al número de curules por proveer.

El resultado menor se llamará cifra repartido-
ra. Cada lista obtendrá tantas curules como veces 
esté contenida la cifra repartidora en el total de 
sus votos.

Cada partido o movimiento político podrá op-
tar por el mecanismo de voto preferente. En tal 
caso, el elector podrá señalar el candidato de su 
preferencia entre los nombres de la lista que apa-
rezcan en la tarjeta electoral. La lista se reordena-
rá de acuerdo con la cantidad de votos obtenidos 
por cada uno de los candidatos. La asignación de 
curules entre los miembros de la respectiva lista 
se hará en orden descendente, empezando por el 
candidato que haya obtenido el mayor número de 
votos preferentes.

En el caso de los partidos y movimientos polí-
ticos que hayan optado por el mecanismo del voto 
preferente, los votos por el partido o movimien-
to que no hayan sido atribuidos por el elector a 
ningún candidato en particular, se contabilizarán 
a favor de la respectiva lista para efectos de la 
aplicación de las normas sobre el umbral y la cifra 
repartidora, pero no se computarán para la reorde-
nación de la lista. Cuando el elector vote simul-
táneamente por el partido o movimiento político 
y por el candidato de su preferencia dentro de la 
respectiva lista, el voto será válido y se computará 
a favor del candidato.

Parágrafo. Para calcular la cifra repartidora en 
las circunscripciones proporcionales de Senado 
de la República y Cámara de Representantes de 
los que tratan los artículos 171 y 176, se tomará 
la sumatoria de aquellos votos que hayan sido de-
positados a favor de candidatos pertenecientes a 

-
cativo de ciudadanos en cada distrito uninominal 
menos los obtenidos por los elegidos en ellos”.

Artículo 9°. Créase un nuevo artículo en la 
Constitución Política con la siguiente redacción:

“Artículo 266A. La ley determinará las reglas, 
la composición y la frecuencia con la cual, por 

los límites de los distritos uninominales del Se-
nado de la República y la Cámara de Represen-
tantes.

La Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial 
conformará las regiones por las cuales se cons-
truirán las listas de circunscripción proporcional 
regional que presentarán los partidos y movi-

-
dadanos de acuerdo a lo establecido en el artículo 
176.

En la determinación de las fronteras de los dis-
tritos electorales de Cámara de Representantes y 
Senado de la República, se propenderá por el man-
tenimiento integral de las unidades municipales, 
submunicipales, locales o comunales, zonales y 
barriales con continuidad territorial al interior de 
los departamentos, el distrito capital y las regiones 

-
ca y cultural, en lo posible, de tales unidades.

Parágrafo 1°. En el caso del Senado de la Re-
pública, los distritos uninominales podrán cons-
tituirse entre dos o más departamentos, siempre 
que no excedan el tamaño de población del que 
trata el artículo 171. En el caso de la Cámara de 
Representantes, los distritos electorales no podrán 
trascender las fronteras departamentales ni regio-
nales.

Parágrafo transitorio 1°. La ley reglamentará 
la materia en un plazo no mayor a seis (6) meses 
después de aprobado el presente acto legislativo. 
Si vencido este plazo el Congreso no hubiese ex-
pedido la correspondiente ley, el Gobierno den-
tro de los tres (3) meses siguientes expedirá un 
decreto reglamentando la materia. Dicho decreto 
será revisado por la Corte Constitucional, antes 
de entrar en vigencia.

Parágrafo transitorio 2°. Adóptense, para todos 
los efectos constitucionales y legales, los resulta-
dos del Censo Nacional de Población y Vivienda 
realizado en el año 2005”.

Artículo 10. Pedagogía. El Gobierno estable-

y hacer la pedagogía necesaria sobre el sistema 
mixto de representación que con este proyecto se 
establece.

Artículo 11. Vigencia. El presente acto legisla-
tivo rige a partir de su promulgación.

Cordialmente,
Jhon Sudarsky R.,

Coordinador Ponente.
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INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY ESTATU-

TARIA NÚMERO 46 DE 2013 SENADO 
por medio de la cual se reglamenta la partici-
pación en política de los servidores públicos, de 
conformidad al inciso 3° del artículo 127 de la 
Constitución Política de Colombia, y se dictan 

otras disposiciones.
Bogotá, D. C., 
Doctor 
JUAN MANUEL GALÁN PACHÓN 
Presidente Comisión Primera 
Senado de la República 
Ciudad. 
Referencia: Informe de ponencia para primer 

debate al Proyecto de Ley Estatutaria 46 de 2013 
Senado. 

Señor Presidente: 
En cumplimiento de la designación efectua-

da por la mesa Directiva de la Comisión Primera 
Constitucional del honorable Senado de la Repú-
blica, nos permitimos rendir informe de ponencia 
para primer debate al Proyecto de Ley Estatu-
taria 46 de 2013 Senado, por medio de la cual 
se reglamenta la participación en política de los 
servidores públicos, de conformidad al inciso 3° 
del artículo 127 de la Constitución Política de 
Colombia y se dictan otras disposiciones, en los 
siguientes términos: 

Objeto del proyecto de ley 
-

glamentar el parágrafo 3° del artículo 127 de la 
Constitución, estableciendo las condiciones en las 
cuales los servidores públicos podrán participar 
en política.

Antecedentes
El concepto de democracia nació en Grecia 

(500-250 a.C.) donde etimológica y originaria-
mente traduce Gobierno del pueblo, es decir, in-
tervención de la base popular en la decisión del 
rumbo de la sociedad. Es por ello que este prin-
cipio implica la participación de los ciudadanos. 

Durante toda la historia colombiana, se han 

inestabilidad gubernamental, considerándose se-
-

dos políticos y otra serie de medidas, que con base 
en el movimiento del frente Nacional, se procura 
la necesidad de una transición a la democracia 
hasta el año 1991 que por medio de un movimien-
to ciudadano; se da un vuelco a las instituciones 
con la proclamación de una nueva Constitución 
que establece a Colombia como un Estado Social 
de Derecho, planteándonos el reto de generar un 
pacto social para la satisfacción de los derechos 

fundamentales y la progresiva observancia de de-
rechos, a través de espacios democráticos (artícu-
lo 1° Constitución Política). 

Con la nueva Carta Magna, se plasmaron unos 
derechos políticos a todos los colombianos, que 
previamente estuvieron consagrados en el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
los cuales tienen una estrecha relación con la de-
mocracia, porque el ejercicio efectivo de estos es 
fundamental en la protección de los derechos hu-
manos, que se resumen en: 

1. Derecho a participar en asuntos públicos. 
Es el derecho a tomar parte en todas las cuestio-
nes relacionadas con la vida y con el destino de 
su país. 

2. El derecho a votar. Es el derecho a votar en 
elecciones. 

3. El derecho a ser elegido. Es el derecho a ser 
designado mediante mayoría de votos para ejercer 
un cargo público. 

4. El derecho a tener acceso a las funciones 
públicas. Es el derecho a llegar, en condiciones 
de igualdad, al desempeño de los cargos, dignida-

-

Los anteriores derechos enunciados, se en-
cuentran materializados en el artículo 40 de la 
Constitución Política. 

Antecedentes Constitucionales y Legales
La Constitución de 1886, determinaba en su 

artículo 62 tal como quedó después del Plebisci-
to del 1° de diciembre de 1957 (artículo 6°), de 
modo perentorio: 

“(…)
A los empleados y funcionarios públicos de la 

carrera administrativa les está prohibido tomar 
parte en las actividades de los partidos y en las 

libremente el derecho del sufragio. 
El quebrantamiento de esta prohibición cons-

tituye causal de mala conducta”. 
Era una prohibición general y absoluta que, 

para tales empleos, no admitía excepciones dis-
tintas de la correspondiente al voto. 

También lo era la del artículo 178, adoptado en 
la Reforma Constitucional de 1945, respecto de 
los empleados judiciales y del Ministerio Público: 

“Los funcionarios de la Rama Jurisdiccional y 
los empleados subalternos de la misma, así como 
los del Ministerio Público, no podrán ser miem-
bros activos de partidos políticos, ni intervenir 
en debates de carácter electoral, a excepción del 

mandato es causal de mala conducta que ocasio-
na la pérdida del empleo”. 

No obstante, la Asamblea Nacional Constitu-
yente, el 1° de julio de 1991, votó en la sesión 
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Plenaria con cincuenta y tres votos a favor, la po-
sibilidad que los empleados públicos puedan par-
ticipar en actividades y controversias políticas, de 
conformidad a los lineamientos que establezca la 

-
ción expedida el 16 de julio del mismo año, por 
el Secretario General, publicada en la Gaceta del 
Congreso número 114 de 1991. 

Con anterioridad a la expedición de la Cons-
titución Política (julio 7 de 1991), se había regu-
lado la participación en política de funcionarios 
estatales, a través del Decreto 1647 de junio 27 
de 1991, que se pretendió declarar su inexequibi-
lidad, situación propicia para que la Corte Cons-
titucional hiciera sus primeros planteamientos 
sobre la viabilidad de este derecho fundamental, 
en ese entonces se pronunció1 en los siguientes 
términos: 

La participación de servidores públicos en ac-
tividades políticas 

1991 fue el de crear las condiciones instituciona-
les indispensables para incrementar y desarrollar 
los mecanismos de participación democrática. 
Así lo declara el Preámbulo de la Constitución 
y lo consignan expresamente numerosas disposi-
ciones, entre otras las consagradas en los artícu-

-

-
-

-

De acuerdo con una de las normas menciona-
das, la del artículo 40 de la Constitución, todo 
ciudadano tiene derecho a participar en la con-

y, para hacer efectivo este derecho, puede, ade-
más de elegir y ser elegido, tomar parte en elec-
ciones, plebiscitos, referendos, consultas popula-
res y otras formas de participación democrática, 
constituir partidos, movimientos y agrupaciones 

ellos libremente y difundir sus ideas y programas, 
entre otras actividades. 
1 Sentencia C-454 de 1993. Octubre13 de 1993. Mag. Po-

nente Dr. José Gregorio Hernández. 

El artículo 95 Ibídem señala como deber del 
ciudadano el de participar en la vida política, cí-
vica y comunitaria del país. 

Con estas normas y con la del artículo 127, in-
ciso 3°, buscó la Constitución abrir nuevas opor-
tunidades de practicar la democracia. 

Y es que, como ya lo subrayó esta Corte en 
Sentencia número T-03 del 11 de mayo de 1992, 
el principio de la participación se constituye en 

que inspira la Carta y en sustento innegable de 
las nuevas instituciones. El texto de la papeleta 
mediante la cual el pueblo colombiano votó el 
27 de mayo de 1990 por la convocatoria de una 
Asamblea Constituyente tenía por único propósi-
to expreso el de “fortalecer la democracia parti-
cipativa”. 

(…) 
-

pación de los servidores públicos en actividades 

proceso, no puede comprenderse a cabalidad ni 
es posible hacer adecuada interpretación del ac-
tual régimen constitucional sobre la materia sin 
tener en cuenta los referidos criterios directrices 
del ordenamiento superior, en cuya virtud se qui-
so ampliar, profundizar y extender los instrumen-
tos y las vías de efectiva participación política. 

(…) 

reproducir el análisis efectuado por la Sala Pri-
mera de Revisión de la Corte (Sentencia número 

-
te: doctor Eduardo Cifuentes Muñoz), en torno a 
los antecedentes constitucionales de la disposi-
ción en vigor sobre la materia: 

“4. En la comisión tercera encargada de re-
dactar el articulado sobre la estructura del Esta-
do tuvo especial importancia el tema del régimen 
del servidor público. Los debates estuvieron mar-
cados por la idea de la modernización de la admi-

clientelistas propiciadas por los servidores públi-
cos, consideradas como causa de inmoralidad y 
descrédito de las instituciones del Estado. 

En el marco de estas preocupaciones tuvo lu-
gar la polémica sobre la intervención en política 

lugar a la votación del artículo 127 de la Cons-
titución. 

La discusión puso en evidencia la existencia 
de dos posiciones encontradas. La primera de 
ellas era partidaria de la prohibición constitucio-

prefería la permisión constitucional como regla 
general. 

5. Los principales defensores de la tesis según 
la cual la participación en política de los funcio-
narios públicos, en cualquiera de sus manifesta-
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ciones y para toda clase de servidores del Esta-
do, debía estar prohibida, fueron los delegatarios 
Hernando Yepes y María Teresa Garcés, quienes 
presentaron el siguiente texto a consideración de 
la plenaria: 

“Artículo 5°. A los servidores públicos les 
está prohibido tomar parte en las actividades de 
los partidos y en las controversias políticas sin 

quebrantamiento de esta prohibición constituye 
causal de mala conducta”. 

6. Por otra parte estaban los partidarios de 
que se permitiera como regla general la partici-
pación en política de los empleados públicos. 

En este grupo existían dos tendencias: la pri-
mera de ellas consideraba que cualquier excep-
ción a la regla general de la participación debía 
estar consagrada en la Constitución y al respecto 
presentaron el siguiente texto: 

“Artículo 5a. A los funcionarios públicos que 
-

ción administrativa, así como todos los que están 
vinculados a la Rama Jurisdiccional, la electoral 
y los mecanismos de control les está prohibido 
tomar parte en las actividades de partido o mo-
vimientos políticos, en las controversias políticas 
e intervenir en debates de carácter electoral sin 

-
fragio. El quebrantamiento de esta prohibición 
será causal de mala conducta”. 

La segunda tendencia del grupo de los parti-
darios de la permisión, sostenía que correspondía 
al legislador establecer todo lo relacionado con 
la posibilidad de la participación en política de 
los funcionarios públicos. Entre los defensores de 
esta idea se encontraban los constituyentes Jesús 
Pérez, Eduardo Espinosa, así como la propuesta 
de la Cámara de Representantes y la del Gobier-
no Nacional. 

(...) 
7. Luego de este debate, la mayoría de consti-

tuyentes fueron partidarios de abolir la prohibi-
ción que se tenía a todos los empleados públicos 
de intervenir en política. Se pensó que la prohibi-
ción era demasiado restrictiva, que si bien frente 

-
ción, frente a otros no era razonable y podía con-

(…)
-

cluir dentro del artículo de incompatibilidades 
del servidor público este artículo que estaba dis-
gregado de este capítulo, donde la prohibición de 
intervenir en política se convirtió en la excepción 
dentro de la regla y será al legislador a quien le 
corresponderá establecer la forma de acceso de 
los servidores públicos al plano de la actividad 
política”. 

Por ello, la Corte Constitucional ha reiterado 
el concepto de participación como derecho fun-
damental y como uno de los conceptos con mayor 
arraigo en la Constitución de 1991: 

-
cional de los derechos esenciales del hombre el 

ámbito de la participación política, ya que estos 
también son inherentes a la naturaleza humana, 
la cual exige, como algo derivado de su racionali-

asuntos públicos. Ello, desde luego, sobre la base 
de que exista con el Estado el vínculo de la nacio-
nalidad y de que se cumplan los requerimientos 

Corte Constitucional. Sala Ternera de Revisión. 
Sentencia T-03 del 11 de mayo de 1992). 

“Los derechos políticos de participación (C.P. 
artículo 40) hacen parte de los derechos funda-
mentales de la persona humana. El hombre solo 
adquiere su real dimensión de ser humano me-
diante el reconocimiento del otro y de su condi-

Los derechos de participación en la dirección 
política de la sociedad constituyen una esfera 
indispensable para la autodeterminación de la 
persona (C.P. artículo 16), el aseguramiento de 

-

Corte Constitucional. Sala Segunda de Revisión. 

Ponente: doctor Eduardo Cifuentes Muñoz). 
Del mandato constitucional transcrito se de-

asunto del que se ocupa la Corte: 
1. La prohibición de tomar parte en las acti-

vidades de los partidos y movimientos y en las 
controversias políticas no es general para los 
servidores del Estado y de sus entidades descen-
tralizadas, sino que únicamente coba a quienes 

norma, cuyo alcance es, por lo tanto, restringido. 
La regla general consiste hoy en permitir tales 

actividades aun a los servidores públicos, con las 
siguientes excepciones: 

-
risdicción, autoridad civil o política o cargos de 
dirección administrativa. Se trata únicamente de 
aquellos empleados que adoptan decisiones en 

-
ganos electoral o de control. Aquí no interesa el 
nivel del cargo que se desempeñe sino el papel 

el cuerpo al que se pertenece. Se trata de una ga-
rantía adicional de plena imparcialidad e inde-
pendencia del empleado. 
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-
cio del derecho al sufragio. 

3. Los empleados no comprendidos en la pro-
hibición están autorizados expresamente por la 
propia Constitución para participar en esas ac-

las condiciones en que ello se 
haga, pero no la potestad de extender la prohibi-
ción más allá de la previsión constitucional. 

(...) 
El artículo 209 de la Constitución, aplicable a 

los servidores públicos mencionados en la norma 

la función administrativa y declara que ella está 
al servicio de los intereses generales, señalando 
la imparcialidad como uno de los principios en 
los cuales se fundamenta. 

Considera la Corte que existen linderos pre-

derecho individual que, como persona, tiene el 
-

actividades y controversias políticas en las condi-

servidor público, desarrolla, la cual está exclusi-
vamente enderezada al cumplimiento de las fun-
ciones que le imponen la Constitución, la ley y el 
reglamento (artículos 122, 123 y 209 C.N.). 

Por ello, abusa de sus derechos el empleado o 
funcionario que utiliza los elementos de su despa-
cho para hacer proselitismo o para desempeñar 

dispone del tiempo de servicio u horario de tra-

tomada de los archivos de la entidad pública a los 

la balanza del aparato estatal a favor de una de-
terminada corriente o movimiento político. 

-

no dispensa al servidor del Estado del cumpli-
miento de sus deberes constitucionales ni puede 
interferir con la actividad pública y si acontece 
que estos principios resultan contrariados en la 
práctica, se tiene un abuso del derecho, sancio-
nable con arreglo a las leyes. Ello explica nor-

la del artículo 110, a cuyo tenor está prohibido 
a quienes desempeñan funciones públicas hacer 
contribución alguna a los partidos, movimientos 
o candidatos, o inducir a otros a que lo hagan, 
salvo las excepciones que establezca la ley. El in-
cumplimiento de cualquiera de estas prohibicio-

cargo o de pérdida de la investidura. 
Con base en las anteriores consideraciones, se 

tienen los servidores públicos están totalmente 

autorizados, pero que actualmente se encuentran 
castrados porque no existe norma alguna que re-
gule el tema atinente a su participación activa en el 
ejercido del poder político, a través de la difusión 
de las ideas y programas de partidos movimientos 
y agrupaciones políticas sin limitación alguna (ar-
tículo 40 numeral 3 Constitución Política). 

Con la expedición de la Ley 996 de 2005, cul-
minó favorablemente la regulación de la partici-
pación en política de los servidores públicos, la 
cual innumerables veces fue considerada en las 
entrañas del Congreso de la República. 

En tal ocasión, a través del Título III de la ci-
tada ley, se dispuso los parámetros mediante los 
cuales los servidores públicos podían hacer pro-
selitismo político y estableciendo prohibiciones 
como complemento de esta actividad, instituyen-
do: 

Artículo 37. Intervención en política de los 
servidores públicos. A excepción de los emplea-
dos del Estado que se desempeñen en la Rama 
Judicial, en los Órganos electorales, de control y 
de seguridad, los demás servidores públicos auto-
rizados por la Constitución podrán participar en 
las actividades de los partidos o movimientos po-

-
vos de ciudadanos, sin ostentar en ellos represen-
tación alguna en sus órganos de gobierno o admi-
nistración, ni dignidad en los mismos o vocería, 
según los términos establecidos por la presente 
ley. No podrán recibir remuneración alguna por 
el desarrollo de sus actividades políticas, mien-
tras se desempeñen como servidores del Estado. 

Parágrafo. Quedan exceptuados de las limi-
taciones establecidas en el presente artículo, los 

como los funcionarios de las respectivas corpora-
ciones, en los términos y de conformidad con la 
legislación que los rige. 

Artículo 39. Se permite a los servidores pú-
blicos. Los servidores públicos, en su respectiva 

1. Participar en simposios, conferencias, fo-
ros, congresos que organicen sus partidos. 

2. Inscribirse como miembros o militantes de 
sus partidos. 

3. Formar parte como miembros permanentes 
de la organización de base de los centros de es-
tudio o academias de formación de los partidos, 
sin ostentar cargo de dirección o dignidad en la 
respectiva organización. 

4. Contribuir a los fondos de sus partidos, mo-
vimientos y/o candidatos, pero en ningún caso 
podrán autorizar libranzas a cargo de su remune-
ración como servidores públicos. 
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No obstante, mediante Sentencia C-1153 de 
20052, la Corte Constitucional declaró inexequi-
bles estos postulados normativos, considerando 
grosso modo, por la falta de determinación en la 

-
tuación que si bien es permitida, es de forma ex-
cepcional; respecto se pronunció en el siguiente 
sentido: 

TÍTULO III
PARTICIPACIÓN EN POLÍTICA DE LOS 

SERVIDORES PÚBLICOS
a) Artículo 37. Intervención en política de los 

servidores públicos 
(…)
Si bien el artículo 127 constitucional prevé la 

participación en política de los funcionarios pú-
blicos, y el inciso 1° del artículo indica que existe 
una prohibición general para tal participación y 
que de permitirse la actuación de los funciona-
rios estará subordinada a la ley estatutaria, la 
Sala encuentra que el artículo 37 no es claro ni 

de participación. 

-
ción que si bien permitida por la Carta lo es en 
forma excepcional y no como regla general. Tal 
apertura de la disposición deriva en la posibili-
dad de que la participación en política termine 
yendo en detrimento del desarrollo de la función 
pública en virtud del olvido de las tareas enco-
mendadas en la ley a los funcionados en razón de 
la dedicación a las actividades políticas. 

condiciones para que los servidores públicos 
diferentes al Presidente pudieran participar en 

equilibrio entre los candidatos, velar porque el 

desarrollo de las funciones públicas al servicio 
del interés general y evitar abusos en cabeza de 
quienes ostentan cargos públicos. La indetermi-
nación de la manera en que, en el artículo 37, 
se pretendió desarrollar la regulación necesaria 

toda forma de participación en tal área a favor o 
en contra de cualquier candidato. Lo anterior, no 
importando la capacidad de aprovechar la situa-

ministro, director de entidad, alcalde o goberna-
dor. Esta amplitud, se repite, contraría la Carta. 

La Corte precisa no obstante, que la declara-
toria de inexequibilidad del artículo en estudio se 

-
rior desarrolle la materia. (Subrayado fuera de 
texto). 
2 Noviembre 11 de 2005. Mag. Ponente doctor Marco Ge-

rardo Monroy Cabra.

En consecuencia, la Corte declarará inexequi-
ble el artículo 37. 

(…)
b) Artículo 39 
El legislador en el artículo 39 estableció va-

rias formas de participación en política de los 
servidores públicos, a saber: 

• Participación en simposios, conferencias, fo-
ros o congresos organizados por el partido. 

• Inscribirse como miembros o militantes del 
partido. 

• Ser parte de los miembros permanentes de 
la organización de base de los centros de estu-
dio o academias de formación de los partidos no 
ostentando cargo de dirección o dignidad en la 
organización. 

• Contribuir a los fondos de los partidos, mo-
vimientos y/o candidatos, sin que esto implique 
autorizar libranzas a cargo de su remuneración 
como servidores públicos. 

-
ción alguna al hecho de que se permita la inscrip-
ción como miembro de partido al servidor públi-
co que participa en política, pues la inscripción a 
un partido es una de las formas mínimas o bási-

ciudadano y no implica, propiamente, una inter-
vención en política de los funcionarios públicos. 
No obstante, no sucede igual con la expresión “o 
militantes” contenida en el numeral 2 del artícu-
lo 39, puesto que la posibilidad de participar ac-
tivamente en una campaña electoral, implicada 
en la acción de militar, es demasiado amplia e 

qué circunstancias de modo, tiempo y lugar pue-
de darse tal militancia. 

Padecen de la misma vaguedad los numerales 

durante cuánto tiempo y en qué espacios físicos 
el funcionario público que intervenga en políti-
ca podrá participar en simposios, conferencias, 

participación como miembros permanentes de la 
organización de base de los centros de estudios o 
academias del partido. 

Por su parte, en lo atinente a la contribución a 
los fondos de los partidos, movimientos y/o can-
didatos la ley no regula siquiera de manera míni-
ma el monto, el momento y la forma (en dinero, 
en especie o con el servicio mismo del funciona-
rio público) en que tales contribuciones pueden 
darse. 

La inexequibilidad de los apartes indicados se 
refuerza aún más teniendo en cuenta la declara-
toria de inconstitucionalidad del artículo 37 que 
preveía, en términos generales, la participación 
en política de los funcionarios públicos. 
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Por tanto, la Sala declarará exequible el 39, 
salvo los numerales primero, tercero y cuarto, así 
como la expresión “o militantes”, numerales y 
expresión que se declaran inexequibles. Retira-

-
teriores, el texto restante del artículo en cuestión, 
que se declara exequible, se limita a autorizar a 
los servidores públicos a inscribirse como miem-
bros de sus partidos. 

Con base en esta circunstancia, que nuevamen-
te deja sin piso jurídico el ejercicio de un derecho 
político, la Procuraduría General de la Nación, 

de enero de 2006, pretendió establecer unas di-
rectrices, en aras de evitar las recurrentes prácti-
cas sancionables por la intervención en política o 
uso indebido de los bienes públicos (inmuebles, 
muebles y medios de comunicación masivos o 
telemáticos) durante el periodo pre y electoral, 
estipulando además de la prohibición general de 
participar en política, la proscripción de: 

“3.1. Presionar, constreñir o determinar, en 
cualquier forma, a subalternos para que respal-
den algún candidato, causa, campaña o contro-
versia política. 

3.2. Difundir propaganda electoral a favor o 
en contra de cualquier partido, agrupación o mo-
vimiento político, a través de publicaciones, es-

o imprenta 
pública, a excepción de las intervenciones autori-
zadas en el artículo 23 de Ley 996 de 2005. 

3.3. Aumentar los recursos destinados a la pu-
blicidad del Estado. 

-
nes o ascensos indebidos a quienes, dentro de la 
entidad a su cargo, participen en su misma causa 
o campaña política. 

-
to, particular, inmediato e indebido para los ciu-
dadanos o para las comunidades, mediante obras 
o actuaciones de la administración pública, con 

3.6. Inaugurar obras públicas y dar inicio a 
programas de carácter social en reuniones o 
eventos en los que participen candidatos a la 
Presidencia y Vicepresidencia de la República, al 
Congreso de la República, u otros cargos de elec-
ción popular, o sus voceros. 

3.7. Destinar los recursos públicos de las en-
tidades a su cargo, o los de aquellas en las que 

proselitista. 
3.8. Efectuar contribuciones a los partidos, 

movimientos políticos o candidatos, o inducir a 
otros para que lo hagan. 

3.9. Utilizar sus cargos para participar en las 
actividades de los partidos, movimientos políticos 
o controversias del mismo orden”. 

Todas las normas que se han citado, la juris-
prudencia y directivas, consolidan los anteceden-
tes a un tema tan importante como lo es el que 
se pretende regular con la presente iniciativa le-
gislativa, que tiene el respaldo de la mayoría de 
los partidos políticos con representación en el 
Congreso de la República, y de aquellos ciuda-
danos que ejercen en forma directa sus funciones 
como servidores públicos, por lo cual considero 
que esta es la oportunidad que tiene el Congreso 
de la República para expedir la regulación de un 
derecho político consagrado constitucionalmente. 

En la Comisión Primera del Senado, en la le-
gislatura anterior se adelantó un interesante de-
bate reconociendo la importancia que tiene esta 
iniciativa legislativa para la democracia Colom-
biana, recibiendo el apoyo de la mayoría de los 
miembros de la Comisión; los Senadores Parme-
nio Cuéllar, Doris Clemencia Vega, y Luis Car-
los Avellaneda, presentaron propuestas de mo-

del articulado y que fueron aprobadas en su gran 
mayoría e incluidas en el texto aprobado por la 
Comisión y que fue llevado a plenaria, donde no 
alcanzó en esa oportunidad la votación de mayo-

De manera suscita el siguiente es el contenido 
de la iniciativa, la cual consta de 8 artículos in-
cluida la vigencia así: 

El artículo 1° trata sobre el objeto de la ley, el 
cual es el desarrollar el parágrafo 3° del artículo 
127 de la Constitución Política, estableciendo las 
condiciones en las cuales los servidores públicos 
podrán participar en política. 

El artículo 2°
en política de un servidor público; que se entiende 
por actividad política y controversia política. 

El artículo 3°, señala el ámbito de aplicación 
de la ley estableciendo que dichas disposiciones 
les serán aplicables a los servidores públicos que 
no han sido excluidos por el mandato constitucio-
nal previsto en el artículo 127 y a su vez establece 
como excepciones a los miembros de las corpo-
raciones públicas: miembros de juntas adminis-
tradoras locales, ediles, diputados, concejales, 
congresistas y ni a los empleados vinculados a 
sus unidades de apoyo normativo y unidades de 
trabajo legislativo. 

El artículo 4°, en este artículo se señala de 
manera puntual las actividades en las cuales pue-
den participar los servidores públicos, siempre y 
cuando las realicen fuera de las instalaciones de 
la entidad a la cual está vinculada, fuera del hora-
rio laboral y sin utilizar los recursos públicos para 

El artículo 5°, establece las prohibiciones en 
las cuales quedan inmersos los servidores públi-
cos en la etapa electoral. 
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El artículo 6°, establece como faltas discipli-
narias las conductas consagradas en los artículos 
34 y 35 de la Ley 734 de 2002, también se consi-
deran faltas gravísimas las prohibiciones estable-
cidas en el artículo 5° de la presente ley. 

El artículo 7°, establece la derogatoria expresa 
del artículo 10 del Decreto 2400 de 1968; el artí-
culo 201 del Decreto 2241 de 1986; los artículos 
38 y 39 de la Ley 996 de 2005, y tácita las demás 
normas que le sean contrarias. 

El artículo 8°, establece la vigencia. 
Proposición:

Con fundamento en las anteriores considera-
ciones, proponemos a los honorables Senadores 
miembros de la Comisión Primera, dar primer de-
bate al Proyecto de Ley Estatutaria 46 de 2013 
Senado, por medio de la cual se reglamenta la 
participación en política de los servidores públi-
cos, de conformidad al inciso 3° del artículo 127 
de la Constitución Política de Colombia, y se dic-
tan otras disposiciones, en el texto original.

 

INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚME-
RO 33 DE 2013 SENADO, ACUMULADO 
CON EL PROYECTO DE LEY NÚMERO 32 

DE 2013 SENADO
por medio de la cual se adiciona el artículo 365A 
y se adiciona un inciso al artículo 356A, del  

Código Penal Colombiano.
Honorable Senador 
JUAN MANUEL GALÁN PACHÓN 
Presidente de la Comisión Primera del Senado 
Ciudad 
Asunto: Ponencia para primer debate al Pro-

yecto de ley número 33 de 2013 Senado, acumu-
lado con el proyecto de ley número 32 de 2013 
Senado. 

Respetado señor presidente: 
De conformidad con lo dispuesto en los artí-

culos 150, 153 y 156 de la Ley 5ª de 1992 y en 
atención a la designación efectuada por la Mesa 
Directiva de la honorable Comisión Primera del 
Senado, me ha correspondido presentar ponencia 
para primer debate al Proyecto de ley número 33 
de 2013 Senado, acumulado con el proyecto de 
ley número 32 de 2013 Senado, por medio de la 
cual se adiciona el artículo 365A y se adiciona un 
inciso al artículo 356A, del Código Penal Colom-
biano, y en consecuencia me permito rendirla en 
los siguientes términos: 

Sea lo primero manifestar, que inicialmente 
fueron presentados dos proyectos de ley que si 

-
ferentes, en el entendido que a través del primer 
proyecto se busca la prohibición del porte de ar-
mas blancas y con el segundo se pretende ampliar 
la conducta penal establecida para quienes oca-
sionen la muerte a otra persona luego de disparar 
un arma de fuego sin que exista la necesidad de 
hacerlo, no menos cierto es que las dos iniciati-
vas tienen identidad respecto de la materia, por 

Ley 599 de 2000, es decir, el Código Penal Co-
lombiano. Por esta razón la Mesa Directiva de la 
Comisión Primera del Senado, a través de Acta 
MD-03 decide acumular los dos proyectos de ley. 

No obstante lo anterior, considero pertinente 
describir de manera independiente el objeto y la 
argumentación que sustenta cada una de las ini-

respecto de la importancia y el trasfondo que re-
presenta para toda la colectividad social, que el 
Congreso de la República asuma una posición 
con carácter prioritario, acerca de la necesidad 
de incluir en el ordenamiento jurídico penal, los 
mecanismos persuasivos que corresponden, ten-
dientes a minimizar hasta su máxima expresión la 
comisión de las conductas penales que se descri-
ben a lo largo del presente documento. 
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1. OBJETO DEL PRIMER PROYECTO 
DE LEY 

El Proyecto de ley número 33 de 2013 Senado, 

de armas blancas, pues para nadie es una sorpre-
sa que hoy en día ante la ausencia de legislación 
en nuestro país, se permite que cualquier persona 
transite tranquilamente portando cuchillos y pu-
ñales con los cuales posteriormente se cometen 
un sinnúmero de delitos, altamente evitables con 

El alcance de la ausencia de norma en esta 
materia llega aún más lejos, pues cuando se pre-
senta una riña callejera, peleas entre barras bravas 
o pandillas, la que predomina es el arma blanca 
capaz de ocasionar la muerte y lesiones persona-
les imborrables, como en muchas oportunidades 
nuestros medios de comunicación lo han venido 
registrando. 

La venta libre de elementos cortopunzantes y 
cortocontundentes es un factor determinante para 
que los delincuentes accedan fácilmente a la ad-
quisición de una navaja, una puñaleta o cualquier 
otra clase de elemento que le permita cometer 

-
dos por ellos, pues para un delincuente no solo 
es más difícil acceder a un arma de fuego por el 
alto costo que la misma tiene, sino que además 
el delincuente es conocedor que la penalización 
para quien porte un arma de fuego le representa 
la privación de su libertad. Por esta razón el arma 
blanca se convierte en la alternativa que le facilita 
su ilícito trabajo y es por esta misma razón que 
para la ciudadanía es muy fácil ver al delincuen-
te de la esquina sacar una “patecabra” en plena 
avenida y a plena luz del día, consciente qué no 
hay normas que lo castiguen severamente lo cual 
permite en muchos casos impunidad, entre otras 
cosas, por la facilidad que brinda el arma blanca 
para deshacerse rápidamente de ella. 

2. CONTENIDO DEL PRIMER PRO-
YECTO 

El Proyecto de ley número 33 de 2013 Senado 
inicialmente se presentó, son dos (2) artículos. 

El primer artículo crea la conducta punible de 
porte de armas blancas señalando al sujeto activo 
como indeterminado; delimita el ámbito dentro 
del cual se presenta la comisión de la conducta 
típica y establece como verbo rector el hecho de 
“portar” un arma blanca, adicionando un agravan-
te para quien sea reincidente. 

haciendo la correspondiente diferenciación cuan-
do se trata de aquellos elementos o utensilios que 
se utilicen para actividades laborales, prestación 
de servicios, suministro de alimentos y análogos, 
siempre y cuando este tenga una relación directa 
con la actividad de su portador. 

Adicionalmente contempla 5 circunstancias de 
agravación punitiva duplicando las penas ya se-
ñaladas. 

-
cia de la ley. 

3. FUNDAMENTOS JURÍDICOS DE LA 
PRIMERA INICIATIVA 

3.1. Constitución Política de Colombia: 
Nuestra Carta Política consagra en su artículo 2° 

-
tra: servir a la comunidad, promover la prospe-
ridad general y garantizar la efectividad de los 
principios, derechos y deberes consagrados en la 
Constitución; igualmente prescribe que las auto-
ridades de la República estamos instituidas para 
proteger a todas las personas residentes en Co-
lombia, en su vida, honra, bienes, creencias y de-
más derechos y libertades. 

3.2. El Código Penal Colombiano - Ley 599 
de 2000:
algunas conductas que sancionan conductas re-
lacionadas con armas blancas, en el entendido 
que es por la utilización de este instrumento que 
se facilita o se comete la conducta punible, con-
virtiéndose junto con las armas de fuego en los 
principales elementos utilizados por delincuentes 
para cometer los ilícitos. 

Las armas blancas son de fácil adquisición y 

delito, como sí ocurre con el porte de armas de 
fuego sin el Salvoconducto respectivo, lo cual 
parecería una incongruencia, ya que de acuerdo 
con las estadísticas presentadas, las armas blancas 
también son mortales y son causa de gravísimas 
lesiones personales. 

3.3. Código de Policía Nacional, en el Códi-
go de Policía Nacional: En el Decreto 1355 de 
1970, se encuentra tal vez la única norma que hace 
referencia a las armas blancas, el artículo 213 se-
ñala que “Compete a los alcaldes o a quien haga 
sus veces, imponer decomiso: 1°) De elementos 
tales como puñales, cachiporras, manoplas, cau-
cheras, ganzúas y otros similares. (...)” siendo en 
la actualidad la única herramienta jurídica con la 
que se cuenta para apaciguar la utilización de ar-
mas blancas, a nivel territorial. 

3.4. Ley de Pequeñas Causas. Mediante Sen-
tencia C-879-2008 la honorable Corte Constitu-
cional declaró la inexequibilidad de la Ley 1153 
de 2007, “por la cual se establecía el tratamiento 
de las pequeñas causas en materia penal”. Esta ley 
se expidió con el objeto de descongestionar los 
Despachos Judiciales los cuales permanecían car-
gados de los denominados delitos bagatela. La ley 
transformaba algunos delitos del Código Penal en 
contravenciones. 

El porte o tenencia de armas blancas en la ac-
-

lito, ni como contravención, no hay norma que 
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sancione a las personas que sean encontradas por-
tando o usando este tipo de elementos, la conse-
cuencia más drástica que genera esta conducta es 
el decomiso. 

3.5. Del agravante cuando el arma blanca 
sea incautada al interior de centro carcelario. 
Este agravante de la conducta se propone en vir-
tud de la cantidad de condenas en contra de la Na-
ción por el homicidio a reclusos al interior de los 
centros penitenciarios. 

4. DE LA CONVENIENCIA DEL PRIMER 
PROYECTO DE LEY 

Las circunstancias actuales de inseguridad por 
la que atraviesa nuestra ciudadanía nos obligan a 
convertirnos en reiterativos acerca de la necesi-
dad de disponer de los mecanismos normativos 
adecuados, que nos permitan evitar que día tras 
día la zozobra y la incertidumbre hagan parte del 
diario vivir de personas que cohabitan dentro del 
conglomerado donde nos desenvolvemos regular-
mente. 

Hoy en día nadie se encuentra exento de que 
en cualquier esquina podamos ser víctimas de la 
delincuencia común, simplemente por el hecho de 
disponer de una normativa que en muchos even-
tos podría considerarse como laxa, y que además 
por esta razón, podamos llegar a sufrir en carne 
propia el infortunio de ser violentados en nues-
tra integridad y en nuestras vidas, sea a la salida 
de un estadio de fútbol o de cualquier estableci-
miento comercial, en tanto para el delincuente le 
sea muy fácil adquirir un arma cortopunzante o 
cortocontundente y portarla sin el temor de sufrir 
sanciones de parte de nuestra fuerza pública y au-
toridades judiciales. 

De acuerdo con un documento denominado 
“Comparativo 2010-2011p Muertes Violentas 
primeros cinco (5) departamentos con las cifras 
más altas según contexto” del Instituto Nacional 
de Medicina Legal, encontramos algunas cifras 
que nos permiten tener un panorama más acer-
tado acerca de la magnitud del problema que se 
presenta por causa de las armas blancas en cinco 
departamentos de Colombia, así: 

Si bien es cierto, la principal causa de muerte 
en estas cinco regiones continúa siendo el proyec-
til de arma de fuego del total de muertes violen-
tas, también lo es que las muertes ocasionadas por 
armas, cortante, cortocontundente y cortopunzan-
te, determinan una cifra bastante alarmante, que 
de no ser atacada de raíz a través del mecanismo 

-
mento indiscriminado de las cifras de muertes o 
lesionados gravemente por este tipo de elemen-
tos; es así que el diario El Tiempo a propósito de 
la celebración del día de la madre, en un artículo 
del día 14 de mayo de 2013 llamado “Hubo me-
nos homicidios, pero muchas riñas en Día de 
la Madre: Policía”, describe una parte del pro-
blema en los siguientes términos: “Mientras que 
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el Distrito y la Policía reportaron que el domingo 
del Día de la Madre se presentó una reducción 
en homicidios (seis frente a 10 del 2012), tam-
bién indicaron que el número de riñas subió un 
40 por ciento. Las cifras muestran que este año se 
registraron 3.285 episodios entre viernes y lunes 
festivo, con relación a los 2.339 casos contabili-
zados en las mismas fechas del año pasado. “La 
mayoría de riñas tiene siempre como protagonis-

Luis Eduardo Martínez, comandante de la Policía 
Metropolitana de Bogotá. Por su parte, el Secre-
tario de Gobierno, Guillermo Alfonso Jaramillo, 
resaltó la labor de los 17.000 policías que vigila-
ron la ciudad durante el puente festivo, ya que en 
estos días se dio una caída del 31 por ciento en 

año hubo 11 homicidios, frente a 16 del 2012. El 
-

te se concentraron en las localidades de Suba, 
Usme y Rafael Uribe, y que Kennedy no tuvo un 
solo asesinato. Asimismo, Jaramillo sostuvo que 
en una buena parte de los hechos se utilizaron 
armas blancas, por lo que pidió al Congreso de 
la República que les brinde herramientas al Dis-
trito y a la Policía para controlar y penalizar el 
porte de este tipo de elementos”. (Negrillas y cur-
sivas mías). 

Bajo estas circunstancias consideramos nece-
sario disponer de una herramienta legislativa en 
nuestro ordenamiento jurídico penal con la cual 
la seguridad ciudadana deje de ser una prioridad 
de nuestra fuerza pública en las carreteras y en el 

las ciudades, lo que fácilmente redundaría en que 
se disminuya la comisión de los delitos de alto 
impacto que diariamente vienen azotando con 
más fuerza a nuestra ciudadanía y que además, se 
convertiría en el elemento normativo que no solo 
evite la impunidad que hasta el día de hoy se pre-
senta, sino que facilite las labores de prevención 
y de protección de la colectividad social, por parte 
la Policía Nacional. 

5. OBJETO DEL SEGUNDO PROYECTO 
DE LEY 

El objeto del Proyecto de ley número 32 de 
2013 Senado, es ampliar y enmendar la conduc-
ta penal existente en nuestro ordenamiento jurí-
dico, instaurada a través de la expedición de la 
Ley 1453 de 2011 (Ley de seguridad ciudadana), 
que introdujo el artículo 356A al Código Penal 

respecto de las consecuencias y las sanciones que 
acarrea el hecho de ocasionar la muerte a otra 
persona, cuando se dispara un arma de fuego sin 
que exista la necesidad de hacerlo, esto es, que 
dentro del ordenamiento jurídico penal quede ex-
presamente señalado la modalidad bajo la cual se 
investigue y sancione el homicidio cometido por 
un disparo al aire, y permitir que al interior del 

ente investigador colombiano como de los jue-
ces encargados de dictar una sentencia, tengan la 
claridad acerca del grado de culpabilidad bajo la 
cual se debe sancionar esta clase de conductas; es 
decir que el infractor sea sancionado bajo la mo-
dalidad del dolo eventual y no bajo la modalidad 
de homicidio culposo. 

De la misma manera sugerimos corregir un 
grave error que durante el trámite de la expedi-
ción de la Ley 1453 de 2011 se produjo, en el sen-
tido que en aquella oportunidad quedó establecida 
dentro de la conducta penal descrita para el artí-
culo 356A, la expresión “teniendo permiso para 
el porte o tenencia de armas de fuego”, lo que 
de plano conduce a interpretaciones erróneas pues 
luego de una breve interpretación en ese sentido, 

produce con armas amparadas por la ley, pero no 
se contempla que la conducta pueda ser cometida 
con un arma de carácter ilegal. 

Por consiguiente, en la presente iniciativa no 
solo queda señalado que la conducta pueda ser 
cometida tanto con un arma de procedencia legal 
como por aquellas cuya procedencia sea de ca-
rácter ilegal, sino que además se agrega una si-
tuación particular referente a aquella circunstan-
cia de agravación punitiva presentada cuando la 
conducta se cometa luego de disparar irresponsa-
blemente un arma de fuego cuya procedencia sea 
ilegal o bajo la ausencia del correspondiente sal-
voconducto, donde la pena privativa de la libertad 
será de veinticinco (25) a cuarenta (40) años. 

A pesar de que a partir de la expedición de la 
Ley 1453 de 2011 (Ley de seguridad ciudadana) 
se estableció una sanción con pena privativa de la 
libertad que oscila entre 1 y 5 años de prisión para 
quien “dispare sin que obre la necesidad de de-

agresión actual o inminente e inevitable” la me-
dida no ha tenido los resultados esperados y prue-
ba de ello se encuentra plasmada en la respuesta a 
un derecho de petición dirigido a la Fiscalía Ge-
neral de la Nación donde se solicitó la siguiente 
información: 

(…)
1. Se sirva informarme cuántos procesos se 

encuentran en curso en la Fiscalía General de la 
Nación por la comisión de la conducta señalada 
en el artículo 356A del Código Penal. 

2. Cuántas investigaciones se encuentran en 
curso por homicidios cometidos por disparos al 
aire. 

General de la Nación investiga y acusa a una per-
sona que causa la muerte a otra por disparar su 
arma hacia el aire. 

4. Cuántas personas investigadas por disparos 
al aire se encuentran detenidos en la actualidad. 
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5. Cuántas personas han sido condenadas por 
el hecho de disparar al aire y cuántos por cau-
sar la muerte a otra persona luego de disparar su 
arma hacia el aíre. 

La respuesta ofrecida fue remitida por el ente 
investigador en los siguientes términos: 

(…)
“En respuesta a su Derecho de Petición, re-

lacionado con los procesos que se encuentran en 
curso en la Fiscalía General de la Nación, por la 
comisión de la conducta señalada en el artículo 
356A del Código Penal, le comunico que una vez 
consultados los Sistemas de Información Judicial 
SPOA (Sistema Penal Oral Acusatorio-investi-
gaciones Ley 906 de 2004), anexo consolidado 
de las investigaciones que se adelantan por las 
conductas punibles de i) disparo al aire (artículo 
356A C. P.) y ii) homicidio, iii) homicidio agrava-
do, iv) homicidio culposo y v) homicidio preterin-
tencional, donde el modo de operación es “bala 
perdida” con las sentencias que se encuentran 
registradas (respuesta numerales 1, 2 y 5). 

-
dalidad de delito la Fiscalía General de la Na-
ción investiga y acusa a una persona que causa 
la muerte a otra por disparar su arma hacia el 
aire…”, es preciso indicar que dichas circunstan-
cias son determinadas en cada caso en particular 
por el Funcionario Judicial al cual correspondió 
el asunto, conforme a las circunstancias que ocu-
rrieron los hechos y al desarrollo de la investiga-
ción. (Respuesta numeral 3). 

Respecto al número de personas que se en-
cuentren detenidas por “disparos al aire” según 
información suministrada por las Distintas Di-
recciones de Fiscalías, a la fecha se encuentran 
tres personas (respuesta numeral 4)”. 

Como complemento fueron remitidas a mane-
ra ilustrativa en las siguientes tablas: 

De los datos enviados por la Fiscalía Gene-
ral de la Nación fácilmente podemos llegar a la 
conclusión, que en la actualidad las víctimas se 
encuentran desamparadas frente a la poca efecti-
vidad que ha presentado la ley de seguridad ciu-
dadana y frente al poco poder de persuasión que 
la misma ha generado a partir de su expedición, 
esto bajo el entendido que día tras día los medios 
de comunicación nos muestran una realidad que 
a todas luces nos imponen la necesidad de consi-
derar medidas más drásticas que surtan un poder 
de persuasión efectiva, y de concientización sobre 
aquellos que portan o tengan un arma de fuego 
para su uso personal, pues con un solo infractor 
que resulte condenado bajo la modalidad del deli-
to que proponemos, servirá de manera ejemplari-

que más hogares se vean afectados con la comi-
sión de esta conducta delictual. 

Ahora bien, la respuesta que la Fiscalía Ge-
neral de la Nación nos remite, deja entrever que 
efectivamente al interior del ente investigador no 
existe una total claridad acerca de la modalidad 
bajo la cual se debe castigar la comisión de la 
conducta descrita en el artículo 356A de nuestro 
código penal, pues independientemente de las di-
ferentes formas de culpabilidad consagradas en 
nuestro ordenamiento jurídico penal, lo cierto 
es que resulta necesario establecer con total cla-
ridad al interior de la misma norma, que quien 
ejecute un disparo de su arma de fuego sin que 
obre la necesidad de hacerlo y le cause la muerte 
o lesiones personales a otra persona se le inicie 
la investigación correspondiente y en el caso de 
hallarse culpable sea condenada bajo la moda-
lidad de dolo eventual y no que se haga bajo la 
modalidad culposa, pues debe ser necesario dejar 
en claro aquel principio que señala “las armas de 
fuego se hicieron para matar”, 
otra cosa distinta a que cuando un individuo asu-
ma le inmensa responsabilidad de portar un arma 

que el acto de dispararla genera un resultado; todo 

analice muy bien las consecuencias jurídicas gra-
ves que le puede acarrear, previamente a ejecutar 
el accionar de un gatillo. 

Finalmente, consideramos necesario reite-
rar que la presente iniciativa se sugiere como un 
reconocimiento a las miles de víctimas que han 
producido aquellos actos irresponsables de quie-
nes disparan sin contemplación alguna su arma de 
fuego sin que obre la necesidad de hacerlo, dentro 
de las que nos permitimos destacar los nombres 
de la infante bogotana Lisette Britel y el bicicro-
sista José Daniel Buitrago Silva. 

6. PLIEGO MODIFICATORIO 
Como primera media consideramos necesario 

-
tículo 356A del Código Penal fue adicionado a 
través del artículo 18 de Ley 1453 de 2011, su-



Página 22 Miércoles, 2 de octubre de 2013 GACETA DEL CONGRESO  788

mado al hecho que proponemos agregar más de 
un inciso, por consiguiente el título quedará así: 

Proyecto de ley número 33 de 2013 Senado, 
acumulado con el Proyecto de ley número 32 
de 2013 Senado, por medio de la cual se adicio-
na el artículo 365A y 

 
En segundo lugar y teniendo en cuenta los 

acontecimientos más sobresalientes presentados 
en el país que han generado un alto impacto den-
tro de la sociedad civil y en la opinión pública en 
general, proponemos extender la prohibición de 
porte de armas blancas en los vehículos y estacio-
nes de servicio de transporte público de pasajeros; 
por consiguiente el artículo 1° quedaría así: 

(…)
“Artículo 1°. Adiciónese al Código Penal un 

artículo 365A: 
Artículo 365A. Porte de armas blancas. El 

que en sitio público o privado abierto al público, 
tales como establecimientos educativos, estadios, 
centros deportivos, estaciones y vehículos de 
transporte público de pasajeros, salas de cine, 
discotecas, bares, lugares en donde se expendan 
bebidas alcohólicas, porte armas blancas, incurri-
rá en prisión de uno (1) a dos (2) años, siempre 
que la conducta no constituya delito sancionado 
con pena mayor. 

A quien reincida en esta conducta se le dupli-
cará la pena mínima señalada sin perjuicio de que 
se le aplique adicionalmente el agravante de que 
trata el parágrafo 3°. (...) 

7. PROPOSICIÓN 
Propongo a la Comisión Primera del Senado 

de la República dar primer debate al Proyecto de 
ley número 33 de 2013 Senado, acumulado con 
el Proyecto de ley número 32 de 2013 Senado, 
por medio de la cual se adiciona el artículo 365A 

(Ley 1453 de 2011 artículo 18), con el pliego de 

Del honorable Senador, 
Juan Carlos Vélez Uribe, 
Senador de la República. 

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DE-
BATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 
33 DE 2013 SENADO, ACUMULADO CON 
EL PROYECTO DE LEY NÚMERO 32 DE 

2013 SENADO
por medio de la cual se adiciona el artículo 365A 

(Ley 1453 de 2011 artículo 18).
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Adiciónese al Código Penal un ar-

tículo 365A: 

Artículo 365A. Porte de armas blancas. El 
que en sitio público o privado abierto al públi-
co, tales como establecimientos educativos, esta-
dios, centros deportivos, estaciones y vehículos 
de transporte público de pasajeros, salas de cine, 
discotecas, bares, lugares en donde se expendan 
bebidas alcohólicas, porte armas blancas, incurri-
rá en prisión de uno (1) a dos (2) años, siempre 
que la conducta no constituya delito sancionado 
con pena mayor. 

A quien reincida en esta conducta se le dupli-
cará la pena mínima señalada sin perjuicio de que 
se le aplique adicionalmente el agravante de que 
trata el parágrafo 3°. 

Parágrafo 1°. Para los efectos de esta ley, en-
tiéndanse como arma blanca el objeto punzante, 
cortante, cortocontundente o cortopunzante apto 
para herir, cortar, matar o dañar; que posea bordes 

puñaletas, punzones o cualquier objeto de simila-
res características. 

Parágrafo 2°. No se considerará arma blanca 
aquel utensilio o elemento que se utilice para ac-
tividades laborales, prestación de servicios, sumi-
nistro de alimentos y análogos, siempre y cuando 
este tenga una relación directa con la actividad de 
su portador y no se lleve o utilice de manera in-

Parágrafo 3°. Las penas mínimas anteriormen-
te dispuestas se duplicarán cuando la conducta se 
cometa en las siguientes circunstancias: 

1. Utilizando medios motorizados. 
2. Cuando el arma provenga de un delito. 
3. Cuando se oponga resistencia en forma vio-

lenta a los requerimientos de las autoridades.
4. Cuando se empleen máscaras o elementos 

similares que sirvan para ocultar la identidad o la 

5. Cuando el arma blanca sea incautada al inte-
rior de centro carcelario. 

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 356A del 
Código Penal, el cual quedará así: 

Artículo 356A. Quien dispare un arma de fue-
go sin que obre la necesidad de defender un dere-
cho propio o ajeno contra injusta agresión actual 
o inminente e inevitable de otra manera, incurri-
rá en prisión de uno (1) a cinco (5) años siempre 
que la conducta aquí descrita no constituya delito 
sancionado con pena mayor. Si el infractor cuenta 
con permiso para porte y/o tenencia de armas de 
fuego, se procederá a la cancelación inmediata de 
dicho permiso y la imposibilidad por 20 años de 
obtener dicha autorización. 

Cuando, como resultado de la conducta antes 
señalada se ocasione la muerte a una persona, la 
imputación subjetiva será a título de dolo even-
tual. 
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La pena prevista en el inciso anterior será de 
veinticinco (25) a cuarenta (40) años de prisión, 
si la conducta se cometiere con arma de fuego ad-
quirida de forma ilegal o con ausencia del corres-
pondiente salvoconducto. 

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de su 
promulgación. 

Del honorable Senador, 
Juan Carlos Vélez Uribe, 
Senador de la República. 

* * * 
INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

87 DE 2013 SENADO
por medio de la cual se deroga la Ley 1157  

de 2007.
Honorable Senador 
JUAN MANUEL GALÁN PACHÓN 
Presidente de la Comisión Primera del Senado 
Ciudad 
Asunto: Ponencia para primer debate al Pro-

yecto de ley número 87 de 2013 Senado. 
Respetado señor presidente: 
De conformidad con lo dispuesto en los artí-

culos 150, 153 y 156 de la Ley 5ª de 1992 y en 
atención a la designación efectuada por la Mesa 
Directiva de la honorable Comisión Primera del 
Senado, me ha correspondido presentar ponencia 
para primer debate al Proyecto de ley número 87 
de 2013 Senado, por medio de la cual se deroga 
la Ley 1157 de 2007, y en consecuencia me per-
mito rendirla en los siguientes términos: 

1. OBJETO DEL PROYECTO DE LEY 
El objetivo principal del presente proyecto de 

ley, es derogar la Ley 1157 de 2007, por la cual 
se desarrolla el artículo 227 de la Constitución 
Política con relación a la elección directa de par-
lamentarios andinos, y que en su lugar se man-

312 de 1996, a través de la cual se reglamentan 
las delegaciones permanentes del Congreso de 
Colombia ante los Parlamentos Internacionales. 

El artículo 4° de la Ley 312 de 1996 señala el 
mecanismo más idóneo para mantener el compro-
miso internacional asumido por Colombia, pero 
sin que exista la necesidad de imponer una carga 
de carácter presupuestal como la que hoy en día 

la citada norma establece lo siguiente: 
“Artículo 4°. El número de miembros de cada 

Delegación Permanente será, el que indiquen los 
Tratados, Estatutos o Protocolos Adicionales de 
los respectivos Organismos Internacionales. La 
Delegación permanente del Congreso de Colom-
bia ante un Parlamento Regional u Organismo 
Internacional de carácter parlamentario, será 

integrada por Senadores y Representantes a la 
Cámara, en cantidad igual del 50% para ambas 
Cámaras. Determinado el número de Delegados 
que le correspondiere a cada Cámara, estos serán 
elegidos en sesión plenaria de la Cámara respec-
tiva, aplicando el sistema de cuociente electoral 
y para el período constitucional correspondien-
te, siempre y cuando los Tratados Constitutivos, 
Estatutos o Protocolos Adicionales de los Parla-
mentos Regionales o de los Organismos Interna-
cionales de carácter parlamentario no ordenen 
elección popular directa de sus miembros. 

Parágrafo. Cada Delegación Permanente es-
tará integrada preferencialmente por miembros 
de la Comisión Segunda del Senado de la Repú-
blica y de la Comisión Segunda de la Cámara de 
Representantes postulados por las respectivas 
Comisiones Segundas ante las sesiones plenarias 
en que se hiciere la elección”. 

Si bien es cierto el artículo 2° del Tratado Cons-
titutivo del Parlamento Andino dispone que este 
“estará constituido por Representantes elegidos 
por Sufragio Universal y Directo, según proce-
dimiento que se adoptará mediante Protocolo 
Adicional que incluirá los adecuados criterios 
de representación nacional”, también lo es que el 
artículo 7° del protocolo adicional al tratado cons-
titutivo del Parlamento Andino sobre elecciones 
directas y universales de sus representantes, al 
tenor dispone: “Artículo 7°. Los Parlamentarios 
Nacionales de los Países Miembros podrán ser 
al mismo tiempo Representantes al Parlamento 
Andino, sin que ello constituya, de modo alguno, 
requisito de elegibilidad”. 

(Negrillas y cursivas mías). 
Por consiguiente, nada obsta para que sean 

los miembros de la comisión segunda de Senado 
y Cámara quienes desarrollen las funciones que 
hasta el día de hoy vienen desempeñando los Par-
lamentarios Andinos, como se dispone en la Ley 
312 de 1996, la cual en sus artículos 3° y 4° esta-
blece el procedimiento para que los Congresistas, 
tanto Senadores como Representantes, preferen-
cialmente miembros de las comisiones segundas 
de cada Corporación, sean designados para asu-
mir la representación de Colombia ante los parla-
mentos internacionales, ello en concordancia con 
el ya citado artículo 7° del Protocolo adicional. 

Ahora bien, este proyecto de ley en cierta me-
dida concuerda con las posiciones planteadas tan-
to por el Gobierno Nacional a través de su can-
ciller en las últimas semanas donde se ha plan-

las funciones del Parlamento Andino, para dejar 
solo a la Unión Nacional de Naciones Surameri-
canas (Unasur), sin que a través de esta iniciativa 

-
cordante además con la posición de otros sectores 
políticos que consideran que el Parlamento Andi-
no es una institución que al país le cuesta mucho. 
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Así nos lo deja ver el Abogado y politólogo 
José Manuel Acevedo M., en un informe realiza-
do para la Revista Semana de fecha 10 de agosto 
de 2013, llamado “El elefante Andino”, donde 
además de exponer los altos costos económicos 
de una institución de poca utilidad, también plan-
tea que las funciones del parlamento Andino sean 
asumidas por los congresistas elegidos popular-
mente, así:

(…) 
“Y es que los parlamentarios andinos sesio-

como muestra de la “integración política entre 
nuestros pueblos hermanos” y gracias a la Ley 
1157 de 2007, son elegidos por voto popular y 
ganan tanto como un senador de la república, a 
pesar de que sus decisiones no obligan a nadie y 
son apenas costosos saludos a la bandera. 

¿Sabrán los lectores que con dinero de nuestro 
bolsillo se subvenciona el parlamento más inútil 
y vergonzoso del mundo? Quizá no. 

Con unos 23 millones de pesos de ingreso men-
sual, una prima anual de servicios que supera 11 
millones y otra prima de navidad por 23 millonci-
tos, cada parlamentario andino nos cuesta al año 
algo más de 313 millones de pesos. 

Como son cinco ilustres burócratas, multipli-
quemos la anterior cifra y elevémosla a cuatro 
años de “servicio abnegado a la patria” para 
concluir que nos hemos gastado 6.260 millones 
de pesos solamente en sueldos de los parlamenta-
rios, sin contar otras prebendas a las que tienen 
derecho. 

Como si fuera poco, Colombia aceptó desde 
hace años ser la sede del parlamento andino y, 
creyéndonos los ricos del barrio, aceptamos pa-
gar todos los gastos administrativos en nombre 
del resto de países que componen la comunidad 

-
vimos que desembolsar por ese concepto 3.411 
millones de pesos y este año ya llevamos 3.514 
millones despilfarrados en el funcionamiento de 

-
dino. 

(…)
Con una comunidad andina saturada de ins-

tituciones resulta increíble que nadie en nuestra 
diplomacia se haya ocupado de cuestionar la in-
utilidad del parlamento andino. 

Si tuviéramos una cancillería menos derro-
chona, seguramente ya se habría impulsado un 
proyecto para derogar la Ley 1157 y volver al es-
quema anterior, que consistía en que Senadores 
activos nos representaban sin cobrar un peso de 
más por sus funciones como parlamentarios an-
dinos”. 

Finalmente, consideramos necesario reiterar 
que la presente iniciativa se sugiere como el me-
canismo más idóneo para contribuir con el prin-
cipio de austeridad que debe regir en el estado 
de derecho colombiano, permitiendo que nuestro 
país continúe cumpliendo con los compromisos 
internacionales adquiridos a través del Tratado 
Constitutivo del Parlamento Andino, suscrito, en 
1979, por los Gobiernos de Bolivia, Colombia, 
Ecuador, Perú y Venezuela, complementado a 
través el Protocolo Adicional al Tratado Cons-
titutivo del Parlamento Andino sobre Elecciones 
Directas y Universales de sus Representantes, 
que señala que los congresistas nacionales pue-
den ser al mismo tiempo representantes al Parla-
mento Andino. 

2. PROPOSICIÓN 
Propongo a la Comisión Primera del Senado 

de la República dar primer debate al Proyecto de 
ley número 87 de 2013 Senado, en el texto del 
proyecto original. 

Del honorable Senador, 
Juan Carlos Vélez Uribe, 
Senador de la República. 
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